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Continúa la reunión. 


En la sesión de ayer habíamos acordado con el señor Ministro de Salud Pública pasar a intermedio hasta la 
hora 14 del día de hoy. Antes de que el señor Ministro comience su exposición, el señor Diputado Gil Solares 
quiere efectuar algunas consideraciones. 


SEÑOR GIL SOLARES.- Este tema del estafilococo dorado meticilino resistente no deja de tener una 
enorme importancia, pero por muchas razones, no solo por razones de diagnóstico sino por las razones 
terapéuticas, que yo entiendo que se deben manejar en este tipo de etiologías. 


Quisiera hacer una serie de preguntas. En primer lugar, ¿qué tratamiento se hizo a los pacientes que se 
diagnosticaron en primera instancia en el barrio Casabó? 


En segundo término, quisiera saber si se hizo autopsia a los cuatro fallecidos, y pregunto esto de las autopsias 
por lo que hemos hablado en más de una oportunidad y porque es importantísimo saber cómo estaban las 


suprarrenales de esos fallecidos, en qué condición estaba el hígado, el sistema nervioso central y si había 
sospecha o bien la existencia de una endocarditis, etcétera. 


En tercer lugar, quisiera saber si se guardaron las cepas que, supongo, fueron detectadas, es decir, si se 
encuentran en custodia. 


Aprovecho la oportunidad, señor Ministro, para hacer un poquito de memoria sobre todos estos asuntos. 
Cuando el señor Diputado Gallo Imperiale habló de los casos penitenciarios, que fueron tantos, y los de las 
policlínicas, que también fueron tantos, yo recordaba al gran sanitarista del siglo XX, Víctor Heisser, el autor 
de aquel libro tan interesante sobre las aventuras de un médico en cincuenta países, donde va relatando cómo 
desarrollaba la lucha sanitaria contra las enfermedades infectocontagiosas. De ese libro, recuerdo que Heisser 
decía que muchas de las enfermedades de la piel eran asquerosas enfermedades que se curaban con agua y 
jabón. 


A mí, que me tocó trabajar en el Hospital Maciel en una época en la que entre el 95% y el 100% de los 
pacientes quirúrgicos se infectaba, recuerdo que un día se me ocurrió pedir permiso a mi jefe, el profesor 
Velarde Pérez Fontana, y a los doctores Orosmán Etchevarría y Rúben Garat, si podía hacer una vacuna a 
gérmenes muertos para dominar el problema de las infecciones quirúrgicas. Conversaron un poquito, me 
gastaron algunas bromas y, después, me dijeron: "Hágalo, pero no sabemos cómo lo va a hacer". Yo les 
contesté: "Ya sé cómo lo voy a hacer, porque hablé con la jefa de los Laboratorios Centrales del Hospital 
Maciel, la química Camiú, y me dijo que sí, que se podía hacer". Entonces, junto con la química Camiú 
hicimos esa vacuna recolectando las cepas que se consideraban más virulentas del Hospital y la aplicábamos 
en el área quirúrgica de aquellos pacientes que iban a ser operados de várices, de hernias, de ventraciones, 
etcétera. Les cuento que prácticamente llegamos a atender diecinueve casos, ni uno más ni uno menos; de los 
diecinueve pacientes vacunados, ninguno supuró la herida operatoria, pero, como se operaban 
inmediatamente o con veinticuatro a cuarenta y ocho horas de aplicada la vacuna, se produjo una cuestión 
muy interesante: todos hicieron grandes hematomas. Entonces, dijimos: "Vamos a parar esto porque le 
ganamos a la supuración, pero no nos da tiempo para ganar al equilibrio vascular de la zona o a algún 
trastorno discreto regional de la coagulación". Finalmente paramos la cosa, pero el hecho real fue que ningún 
paciente supuró con esa vacuna. 


Eso me hace preguntar, frente a esta infección tan complicada y que tiene un pronóstico tan reservado para el 
presente y para el futuro, si no sería conveniente hacer una vacuna para que se aplique a la población a fin de 
protegerla contra esta cepa tan virulenta, tan caracterizada, tan bien aislada y estudiada. 


Esto era lo que yo, en principio, quería plantear para analizar si es posible hacer la vacuna, tal como en algún 
tiempo tuvimos la vacuna antipiógena en el Instituto de Higiene. Todos quienes ejercimos la medicina en los 
últimos veinte o treinta años recordamos la vacuna antipiógena que, seguramente, ocasionó muchos 
beneficios a mucha gente. A la vez, lo que nos estimula a recordar la vacuna no es solo su economía en 
relación a los gastos que tenemos con los antibióticos, sino los éxitos que se han obtenido, por ejemplo, con 
las autovacunas en la cura de los acné, de los impétigos u otras afecciones de piel provocadas por los 
estafilococos. 


Planteo estas tres preguntas sobre las que espero una respuesta. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Ministro. 
SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Muchas gracias, señor Presidente. 


Desde la conversación del día de ayer, yo también he quedado preocupado porque el señor Diputado Gallo 
Imperiale ha mencionado cifras -aparentemente certeras; no hay por qué discutirlas- de las que no tengo 
conocimiento. 


En lo personal, tomé conocimiento de este tema en el mes de marzo, porque colegas míos o médicos amigos, 
hablando normalmente, me dijeron: "¿Vos sabés que hay un problema con el estafilococo metilino resistente? 
Ha aparecido un microbio nuevo en la comunidad; ya no es nosocomial, no es el que aparece en los 
sanatorios u hospitales. Mirá que hay que investigar eso". Inmediatamente, ese mismo día, pongo en 
conocimiento de ello al doctor Diego Estol y allí es que se inicia el movimiento. En ese momento me entero 


de lo ocurrido en el barrio Casabó, porque yo no estaba al tanto de que había ido gente de Vigilancia 
Epidemiológica. Así que me pregunté: ¿cómo es la cosa? Epidemiología tenía conocimiento, pero no se 
advirtió nunca para hacer los comunicados públicos. Si es que la situación ya tomaba este cariz y había 
decenas y decenas de pacientes, había que advertir; había llegado el momento de advertir a la población, más 
allá de que uno siempre trata de no ser alarmista, pero hay cosas que se deben comunicar. 


De modo que he promovido una reunión importante en el Ministerio. En este momento, están reunidos los 
principales bacteriólogos e infectólogos del país, revisando caso a caso lo ocurrido. Ahora están investigando 
todo lo concerniente al año 2004. Hay dificultades para la recopilación de los casos del año 2003; 
aparentemente, existe alguna confusión, porque no basta con detectar un estafilococo meticilino resistente, 
sino que hay que identificar que es el comunitario. En consecuencia, esto, que estaba en el ambiente 
académico, en el 2003 no era algo muy claro y se hacía prácticamente imposible decir si muchos de los 
estafilococos identificados como meticilino resistentes respondían a la variante comunitaria o a la 
hospitalaria. Es más: ahora resulta que también parece estar dentro de los hospitales. En algunos casos, hay 
alguna comunicación de ahora, del 2004, respecto a que se encuentra la variante comunitaria pero adquirida 
en el hospital, es decir, en el posoperatorio de pacientes que han estado internados durante determinado 
período y que solo se pueden haber contagiado de este germen dentro de las instituciones. Es decir que 
aquello que era solo comunitario, de repente está cambiando y, para desgracia de todos nosotros, también se 
vuelve intrahospitalario. 


Más allá de lo que dice el señor Diputado Gallo Imperiale en cuanto a la no concordancia de sus cifras y a la 
ignorancia por parte de las autoridades para tomar las medidas que corresponde, ¿cómo es posible que esos 
mismos médicos que son cooperativistas, dueños de instituciones o que trabajan en instituciones públicas o 
privadas no hayan alertado a sus propios colegas ni a los grupos médicos con los cuales trabajan? ¿Qué es lo 
que ha pasado acá? 


Se me habla de cien casos en el Hospital Maciel, de cien casos en el otro lado, muertes aquí y allá, en el 
Hospital de Clínicas, en uno y otro lado. Pero en ningún caso, ni público ni privado, esos médicos alertaron a 
las propias autoridades o a sus compañeros de las guardias, diciendo: "Muchachos, hay un problema serio 
acá". Es lo que ayer decíamos: hay una cultura, no solo de la no notificación, sino como si hubiera que restar 
o no dar a estas cosas la importancia que ahora vemos que realmente tienen. Por lo tanto, he pedido al doctor 
Estol que tomara las medidas que corresponden para saber por qué, a pesar de que todos sabíamos, el 
Ministerio estaba alertado e insistió -a través de innumerables jornadas, talleres, videoconferencias y 
ordenanzas- en que por favor notificaran estas cosas, no tuvimos una sola notificación hasta el 1” de junio. 


Voy a ceder la palabra al doctor Estol, porque le he solicitado que con la mayor rapidez y en un plazo de 
cinco días se diga si jerarcas del Ministerio estaban en conocimiento y, si lo estaban, por qué no alertaron 
como es debido, porque hay cosas que hay que investigar. 


SEÑOR ESTOL.- Como bien decía el señor Ministro, al día de hoy los últimos datos consolidados y 
verificados en los cuales participaron todos los grupos nacionales que han estado trabajando en este 
tema desde el 1” de enero al 28 de julio de 2004 a nivel de todo el territorio nacional -reitero: verificado 
por todas las partes; estuvo el bacteriológo Pedreira y toda la gente del Hospital Pereira Rossell- 
muestra un consolidado -que no quiere decir que sean de ahora, sino que es el acumulado- de 417 casos 
positivos a meticilino resistente comunitario y de 4 muertes confirmadas. Eso sigue siendo así. Hay un 
caso que aparece en la prensa, que es del Hospital Pereira Rossell, de una niña que tuvo hace un mes 
una infección a meticilino resistente, pero la causa del deceso no fue el germen en cuestión. Estos datos 
han sido verificados por todo el grupo técnico que está trabajando en este momento en el Ministerio de 
Salud Pública. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no recuerdo mal, en el día de ayer usted había dicho que el Ministerio 
tenía registrado 169 casos y que eran todos los que había de meticilino resistente. Hoy son 417. ¿Cómo 
llegan a esta cifra en tan pocas horas? ¿Por qué se da un aumento tan espectacular? 


SEÑOR ESTOL.- Estos no son casos nuevos notificados, sino que es el acumulado de los registros que 
tenían distintos sectores. Como recordarán los señores Diputados, en el día de ayer mencioné que 
faltaba procesar la casuística que tenía el bacteriológo Pedreira, que es el que ha tenido la casuística 


más importante del país. En ese sentido, procesando la información que él tenía de distintos lugares en 
cuanto a los casos de su registro y, verificándolos, llegamos a esta información en el día de hoy. 


Seguimos hablando del año 2004, por lo que puede haber casos del 2003 que todavía no pudimos procesar, 
porque todos los técnicos de los distintos grupos nos pusimos de acuerdo en procesar los datos de este año y 
en que, a partir de ahora, empezaríamos a tener un seguimiento diario de todos los casos nuevos que se 
fueran presentando. La realidad es que, analizando toda la información de todas las fuentes de los distintos 
grupos y de los distintos hospitales, llegamos a esta cifra de hoy. Me estoy refiriendo a personas que tuvieron 
alguna infección cutánea, que tuvieron alguna infección que podía llegar a una neumonía y a algunos casos 
menores que implicaron alguna intervención mayor, como la internación en un CTI. En ese sentido, 
hablábamos de que el 72% de las personas, en general, habían sido tratadas en forma ambulatoria. Esa es la 
realidad del estafilo meticilino resistente comunitario al día de hoy en el país. 


SEÑOR PRESIDENTE. - ¿Son cuatro las muertes confirmadas? 


SEÑOR ESTOL.- Es así. Desde el 1” de enero de 2004 hasta ahora, hay cuatro muertes. Reitero que la 
información fue verificada y confirmada por todas las fuentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cuántos son los casos en el 2003? 


SEÑOR ESTOL.- Tenemos información dispersa del año 2003. Con el doctor Pedreira y con los 
distintos sectores de epidemiología con los que estamos trabajando acordamos consolidar todos los 
casos del año 2004, realizar el seguimiento de lo que está pasando diariamente y hacer un acumulado 
semanal para evitar estar largando cifras distintas todos los días, porque se confunde a la población, ya 
que no estamos hablando de una situación actual, sino de un acumulado de archivos. En una segunda 
etapa, nos pondríamos a analizar todo el año 2003. 


Como bien decía el señor Ministro y como bien lo planteamos en el día de ayer, nosotros trabajamos en 
función de información, trabajamos en función del primer brote que se manejó en ese período en el barrio 
Casabó y, objetivamente, el primer dato de notificación formal fue el 1* de junio, lo que no quita -eso hay que 
plantearlo- que, en definitiva, si hay información dispersa, haya que tener, de alguna forma, la posibilidad de 
poder estar contemplando el amplio panorama de lo que pasa en el país. 


Cuando en enero hablamos de notificación, como esos fueron casos identificados y procesados por nosotros, 
no los incluimos en lo que es una notificación formal, porque es un brote que analiza Epidemiología, que lo 
integra y lo procesa. Cuando hablamos de la notificación formal, nos referimos a la notificación real y 
documentada que una persona hace a Epidemiología. De todas formas, a los efectos de aventar cualquier tipo 
de posibilidad de que alguna persona en el ámbito de la Dirección General de la Salud o, fundamentalmente 
en Epidemiología, tuviera algún dato o información que no hubiera procesado en tiempo y forma, y 
asumiendo que debemos ser críticos para avanzar en lo que puede ser nuestra función, hemos tomado una 
resolución que, si los señores Diputados me permiten, voy a leer. 


Dice lo siguiente: "Visto: los hechos relacionados con el brote epidemiológico de la bacteria denominada 
Sthapilococcus aureus meticilino-resistente [...];- Considerando: 1) que se estima pertinente disponer la 
correspondiente investigación administrativa tendiente a determinar o comprobar la existencia de actos o 
hechos irregulares en la actuación de los responsables de la vigilancia epidemiológica de eventos sanitarios 
producidos por agentes trasmisibles como lo son las enfermedades producidas por SAMR-com;- II) que 
resulta pertinente disponer el cese transitorio de la encargatura de funciones encomendadas al Dr. Sergio 
Curto según Ordenanza 178 de fecha 30 de marzo de 2000;- III) que corresponde encargar de las tareas 
inherentes a la Dirección del Departamento de Epidemiología de la División Salud de la Población a la Dra. 
María del Carmen Paparamborda, quien ostenta las condiciones e idoneidad técnica a tales efectos;- Atento: a 
lo dispuesto por la Ley N* 9.202 de 12 de enero de 1934 (Ley Orgánica de Salud Pública); art. 182 y 
siguientes del Decreto 500/991 y el Código Nacional sobre Enfermedades y Eventos Sanitarios de 
Notificación Obligatoria.- El Director General de la Salud en ejercicio de atribuciones delegadas Resuelve:- 
1. Dispónese una investigación administrativa tendiente a determinar o comprobar la existencia de actos o 
hechos irregulares en la actuación de los responsables de la vigilancia epidemiológica de eventos sanitarios 
producidos por agentes trasmisibles como lo son las enfermedades producidas por la bacteria denominada 


Sthapilococcus aureus meticilino-resistente de la comunidad (SAMR-com);- 2. Cese la encargatura [...].- 3. 
Encárgase a la Dra. María del Carmen Paparamborda de las funciones [...].- 4. Cométese la presente 
investigación a la División Jurídico Notarial [...].- 5. Notifíquese". 


Sin establecer culpabilidad de los técnicos involucrados, corresponde actuar de la forma más transparente, 
porque siempre hay que actuar cristalinamente con respecto a los manejos de la salud de la población. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿La resolución es de hoy? 


SEÑOR ESTOL.- Sí, y surge como un elemento que muestra con claridad la total transparencia de los 
actos y de la información manejada. Por otro lado, si surgiera algún elemento de evidencia o algún tipo 
de culpabilidad sobre algún técnico nuestro, no quita que asumiré -reitero- la responsabilidad que 
tengo como Director General de la Salud en cuanto a todo este tema. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Cuando hablé sobre los tratamientos, el señor Diputado 
Gil Solares me preguntó sobre lo sucedido en el barrio Casabó. El tratamiento se hizo con Bactrim y se 
logró eliminar ese foco; hubo alguna recidiva pero se retractó y los pacientes evolucionaron bien. En 
cierto momento tuvimos algunas dudas acerca de si el Bactrim seguía siendo eficaz y nos preguntamos 
si la bacteria no estaba variando. Afortunadamente, no es así y en todo el país los casos tratados con 
Bactrim han andado bien. En ningún laboratorio ha aparecido -esto se debe a que todo el mundo está 
alerta y comunica los casos como corresponde- alguna cepa que sea resistente al Bactrim. Es una 
tranquilidad que podamos tener un medicamento sencillo de dar y a un precio razonable, a fin de 
combatir la enfermedad. 


SEÑOR GIL SOLARES.- Como regla general, sabemos que cada antibiótico, cada bacterioestático, 
cada bactericida, cada quimioterápico, sea sulfa o lo que sea, o cada antiséptico, a la corta o a la larga 
creará cepas resistentes. Esa es una historia bacteriológica que aprendimos hace algunos años, cuando 
usamos penicilina a dosis discretas de un millón o dos millones de unidades, hasta que nuestros 
profesores nos dijeron que había que usarla a dosis importantes o era mejor no hacerlo. Eso se aplica a 
todas las sustancias que combaten el microbismo. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Es una inquietud de todos saber hasta cuándo el 
Bactrim nos va a ser útil. Ojalá que lo sea por mucho tiempo y ojalá que tengamos algún antibiótico o 
quimioterápico que permita combatir cepas nuevas que puedan aparecer en el futuro. 


Con respecto a las autopsias, tengo entendido que no se ha realizado ninguna sobre esos cuatro fallecidos de 
este año. 


SEÑOR GIL SOLARES.- El doctor Estol acaba de decir que el caso del Pereira Rossell se debió a una 
infección, al estafilococo del que estamos hablando, pero que la muerte fue por otra causa, por otro 
germen. ¿En ese caso tampoco se realizó la autopsia? 


SEÑOR ESTOL.- Esa información no la tengo. Tengo la información de los técnicos actuantes y de los 
bacteriólogos del Pereira Rossell. En este caso, no hubo vinculación entre la muerte de la niña y el 
germen en cuestión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sería bueno que una vez que puedan corroborar los datos los hagan llegar a 
la Comisión por escrito. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Las autopsias las hacemos sistemáticamente en los 
recién nacidos; no así en los niños más grandes. Las dificultades para realizar autopsias en los niños 
más grandes son ciertas, por distintos motivos. Desgraciadamente -reitero-, no hacemos autopsias a los 
niños grandes, salvo casos excepcionales. 


En cuanto a si se guardaron las cepas, lo voy a responder después porque no sé si las de esos pacientes se 
guardaron, se tipificaron y están absolutamente comprobadas. La sensación que tenemos, sobre todo del año 


pasado, cuando las cosas eran más confusas y se mantenía en el ambiente de unos pocos médicos el 
conocimiento del problema, es que no se sabía exactamente qué era comunitario y qué adquirido dentro de 
los nosocomios. No basta decir que se trata de un estafilo meticilino resistente y, por lo tanto, es el germen 
preciso que estamos buscando. 


Tengo las mismas inquietudes que el señor Diputado con respecto a las vacunas. Soy de una época parecida a 
la suya en que usábamos la antipiógena, pero no puedo contestar su interrogante. 


SEÑOR ESTOL.- Con respecto a la vacuna antipiógena, el grupo técnico está evaluando el planteo y si 
podría tener algún rol en este problema. 


SEÑOR GIL SOLARES.- El tema de la vacuna tiene que hacerse en base a la cepa que está 
provocando las infecciones actuales. Recordé la vacuna antipiógena como un ejemplo, como algo que 
supimos tener en nuestro armamentario terapéutico. 


SEÑOR ESTOL.- Quiero dejar sentadas algunas cosas importantes. 


Hace poco hubo una reunión en Estados Unidos sobre todos los temas relativos a las enfermedades 
emergentes. Estuvimos participando de esa reunión con la Directora del CDC de Atlanta, que es el centro de 
control de enfermedades transmisibles, con el que estamos trabajando. Es más: está por venir un equipo a 
Uruguay para trabajar en otros temas, como el de Minas. En ese grupo está la persona que más sabe en 
Estados Unidos sobre este germen comunitario, a quien las autoridades de ese país autorizaron a quedarse 
diez días más, por lo que vamos a aprovechar para preguntarle sobre este asunto. 


Como bien decía el señor Diputado, la emergencia bacteriana es un tema de ahora, del pasado y del futuro. 
La tercera transición epidemiológica en el mundo -antes era la transición por temas de edad y enfermedades 
crónicas- se denomina la reemergencia de las enfermedades infecciosas y de las enfermedades vinculadas a la 
resistencia con antibióticos, las resistencias múltiples a antibióticos de las enfermedades que eran 
tradicionalmente tratadas, la emergencia de nuevas enfermedades infecciosas no conocidas y la globalización 
de las enfermedades infecciosas. 


La persona que reúne la máxima información en el mundo sobre estos temas, la doctora Geberdine -con 
quien hemos trabajado junto con el señor Ministro en algunas instancias en Ginebra al respecto-, llega a la 
conclusión de que la tercera transición epidemiológica en el mundo nos va a traer a todas las enfermedades 
vinculadas a los temas infecciosos y a la resistencia antibiótica, y eso posiblemente nos traiga a una 
evolución hacia atrás sobre el desarrollo que la población ha tenido en el mundo. 


No estoy diciendo esto para alertar o enloquecer a la población uruguaya, pero esto nos obliga a estar cada 
vez más arriba de los problemas. La emergencia y la reemergencia de las enfermedades es un tema que va a 
estar presente ahora y el año que viene. Por lo tanto, todos tenemos que notificar elementos nuevos que a 
veces no entendemos para saber qué es lo que está pasando. Cosas que aparecen distantes están cerca. En este 
momento estamos siguiendo a una persona que vino de Shangai, uno diría que con un cuadro viral y otro 
diría que con una virosis común; ¿quién sabe? 


En ese sentido, vamos a ir articulando estructuras a las que hay que perfeccionar y dedicar más recursos, y 
concentrar la vigilancia de estos temas hacia el futuro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una reflexión en base a todo lo que aquí se ha dicho. Es 
evidente que acá hubo algún tipo de problema o inconveniente. 


El señor Ministro mencionó que no conocía lo que ocurrió en Casabó, que no tenía conocimiento de la 
existencia de una nueva bacteria, que un amigo se lo comentó y que a partir de ahí se lo comunicó al Director 
General de la Salud. En el día de ayer escuché toda la exposición del doctor Estol respecto a las medidas 
adoptadas por la Dirección General de la Salud, que comparto y que me parecen adecuadas; también en el día 
de ayer y hoy mismo se manifestó que había un subregistro, pues se hablaba de un determinado número de 
casos, pero en pocas horas el doctor Estol mencionó prácticamente el triple de casos. 


En la sesión de ayer el señor Diputado Gallo Imperiale presentó una cantidad de casos que eran 
desconocidos. Es decir, hay subregistros, y creo que esa no es la manera en que las máximas autoridades del 
Ministerio deben informarse. Sanitariamente estamos dando un handicap muy grande ante cualquier situación 
sanitaria. 


Es evidente que en esto no funcionaron los mecanismos normales que tiene el Ministerio -las causas son 
múltiples- y tampoco había denuncias. Esto quiere decir que hoy vemos que la tranquilidad que la mayoría 
teníamos sobre los equipos y la política sanitaria del Ministerio, no era tan real, porque acá falló. Se han 
adoptado medidas y descarto que se tomarán otras más para que estas cosas no sucedan; así como surgió esta 
bacteria mañana puede ser algo potencialmente más peligroso, y es evidente que los mecanismos normales no 
funcionaron. 


Espero que todas esas medidas lleven a que esto se revierta y a que estemos preparados por si surge alguna 
emergencia sanitaria, y no suceda lo que ocurrió con esta bacteria, para lo que no solo no estábamos 
preparados sino que tampoco existía un registro confiable. 


Creo que esto debe preocupar, y más que nada a las autoridades. 


Reitero que esta es una reflexión en virtud de todo lo que aquí se ha dicho. 


SEÑOR ESTOL.- Sin ánimo de quitar responsabilidades -yo siempre asumiré la responsabilidad que 
corresponda-, quiero decir que un país tiene que construir un mecanismo de vigilancia. Si el señor 
Presidente escuchó mi intervención en el día de ayer, recordará que mencionaba algo importante. 
Dijimos que había un reglamento de notificación de enfermedades de 1961, al que las distintas 
Administraciones fueron corrigiendo y agregando todos los nuevos eventos de notificación que se 
debían hacer para ir incorporando, por distintos conceptos, las distintas vías. Y también recordará que 
el año pasado en el Parlamento Nacional discutimos, con respecto a algunos hechos, sobre la dispersión 
de la información. 


Un proceso de vigilancia epidemiológica articulado, ágil y eficiente no se puede construir de un día para el 
otro, y debe contar con el marco normativo adecuado, en lo que se avanzó. En este momento -no es una 
excusa- estamos generando los mecanismos informáticos para tener la información consolidada, rápida y 
eficiente, y estamos trabajando con dos técnicos. 


Yo invito a los señores Diputados a visitar el Departamento de Vigilancia Epidemiológica para que 
comprueben todo lo que se ha hecho. Además, se juntaron ocho oficinas que históricamente estaban dispersas 
en otras estructuras del Ministerio de Salud Pública -inclusive fuera de esta Secretaría- con tareas similares, 
sin trabajo en equipo. Esto implica proceso, cambio de cultura y otras cosas. 


La vigilancia epidemiológica de hace dos años en el mundo no es la misma que debería aplicarse ahora, 
porque los eventos sanitarios, la emergencia y reemergencia de enfermedades obliga a una mayor agilidad y 
perentoriedad en las respuestas. 


Evidentemente, a veces los procesos no acompañan las realidades, y estas son las dos cosas que hay que 
congeniar. Tampoco debemos dejar de lado -hay un trabajo muy importante que se ha iniciado y que creo que 
hay que continuar hacia el futuro- que hay que consolidar una estructura de vigilancia adecuada, para la que 
el país tiene que dedicar esfuerzos, recursos y gente capacitada. Nosotros tenemos la gente capacitada, pero 
faltan los recursos. ¿Qué quiere decir recursos? Quiere decir recursos para tener gente concentrada para 
cumplir las tareas de vigilancia y gente capacitada para cumplir ese rol. 


El año pasado hicimos llamados a concurso y entró la gente más calificada en epidemiología -jóvenes del 
país- con sueldos de $ 3.500 o $ 4.000. Algunos de ellos ya se fueron de la estructura del Ministerio de Salud 
Pública. ¿Cómo construye usted, señor Presidente, herramientas técnicas con gente que se concentre, con 
gente que se dedique, con gente que esté aventando situaciones? Es más, al día de hoy tenemos un equipo 
trabajando en Minas en otro tema, un equipo trabajando en Rocha y un equipo trabajando en el norte del país. 
Y esto no se puede hacer si no hay recursos de gente, logísticos y de otro tipo. 


Entonces, uno asume las responsabilidades -y hay que asumirlas-, pero ¡cuidado!: un país que necesita un 
sistema de vigilancia tiene que pensar en invertir, en revertir recursos que se gastan mucho en atención hacia 
las tareas de vigilancia y prevención, y en generar herramientas adecuadas para contratar gente a efectos de 
tenerla concentrada en esas tareas de vigilancia. De lo contrario, esta Administración o cualquiera que venga 
tendrá estos problemas. 


Los señores Diputados recordarán que esto se los dije la primera vez que concurrimos al Parlamento; sé que 
la Dirección General de la Salud es el fusible del Ministerio, pero debemos generar los recursos para hacer 
una tarea constructiva de país hacia adelante. 


SEÑOR CHÁPPER.- A modo de reflexión, quiero decir lo siguiente. 


En el día de ayer me fui muy preocupado de la sesión y estuve buscando información. Quisiera saber si aquí, 
señor Ministro -lo digo con mucha tranquilidad pero muy consciente-, estamos ante un alerta sanitario y si el 
país tiene algún tema que aún no ha resuelto. Quiero decirle, señor Ministro, que en este momento no me 
interesa ningún mecanismo político de responsabilidad, y quiero que sepa y tenga en cuenta que estoy 
dispuesto a apoyar todo lo que sea necesario para que mi gente, para que mi país, salgan adelante. 


Aquí somos grandes; aquí no me preocupa conocer por qué no se hizo, pero lo que sí me preocupa es saber 
qué va a pasar. Y si entre los días de ayer, de hoy y de mañana estamos en presencia de algo más grande o 
más grave, ¡por favor!, que se tomen las medidas. Desde ya doy mi apoyo para que así sea. No me preocupan 
los errores porque la falibilidad es humana y estoy dispuesto a respaldar todo lo que sea en beneficio de lo 
que nosotros debemos tener en cuenta, es decir, proteger a la población. 


Por lo tanto, quiero decirlo en forma muy categórica. Señor Ministro: si en estas 48 o 72 horas nos damos 
cuenta de que es un tema más grande, quiero que sepa que no me preocupa el porqué sino el cómo vamos a 
hacer para salir adelante. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Todos jerarquizamos mucho el programa de vigilancia 
epidemiológica. Me consta que en la Dirección General de la Salud en la época del entonces Ministro 
Varela se elaboró un programa de vigilancia epidemiológica, que tuve oportunidad de conocer. 
Quisiera saber si ese programa de vigilancia epidemiológica que se intentó poner en marcha se 
continuó, se discontinuó o se cree que las directivas son otras. 


SEÑOR ESTOL.- Señor Diputado Gallo: en base a lo que planteé en mi intervención anterior, en el 
último año y medio la vigilancia epidemiológica en el mundo cambió. El CDC de Estados Unidos a 
nivel central está en la misma reestructuración, reestructuración que en chiquito, mínima y con los 
pocos recursos, estamos haciendo acá. 


¿Por qué? Porque históricamente los programas se atendían en el mundo en forma vertical. ¿Qué quiere decir 
esto? Que tal programa se encarga de esto, que tal estructura se encarga de esto otro, etcétera. 


¿Qué es lo que se dio en el mundo en el último año, producto, por un lado, del bioterrorismo y, por otro, de 
las enfermedades emergentes? Que no se pueden tener más programas verticales. ¿Por qué? Porque todos los 
temas están interrelacionados. 


¿Qué quiere decir eso? Que en la vigilancia se pasa a tener una mesa de situación -que es lo que hemos 
construido en el Ministerio de Salud Pública-, donde confluyen todos los elementos de información. El SIDA 
tiene que ver con la droga; la droga tiene que ver con temas ambientales y sociales; el asunto del materno- 
infantil y del embarazo adolescente tiene que ver con temas sociales. Todos estos temas tienen que confluir 
en un lugar en el que se analizan e interpretan los eventos sanitarios y se actúa en consecuencia. 


Invito a los señores Diputados a que visiten el Ministerio. Allí hay una mesa de situación en la que está 
confluyendo la información. Estamos haciendo programas de informática para tener la información en tiempo 
y forma. Porque, ¿saben lo que pasa? La consolidación a la falta de una cultura de notificación en el país - 
también tenemos que educar en cuanto a esa cultura de notificación- obliga a educar para recibir. Como dije 
ayer, la médula de un sistema de vigilancia es la notificación, pero no tenemos que quedarnos con eso. 


Cuando hay falta de notificación hay que hacer una búsqueda activa de información, y esta es la segunda 
etapa. Esto se llama ir a buscar activamente la información. 


Todo ello implicó el cambio estratégico sobre el que estamos en marcha y en proceso de irlo mejorando. Va a 
llevar su tiempo; va a llevar más de esta Administración seguir perfeccionando eso, porque implica cambios 
culturales de nuestra población, de nuestros médicos y tener que entender que los temas emergentes son 
emergentes y hay que actuar rápidamente. Eso obedece a lo que ocurre hoy. El señor Diputado pregunta si 
esto tiene algo que ver con lo que se planteaba hace dos años. Yo digo que no, que no tiene absolutamente 
nada que ver. Hoy en día la vigilancia epidemiológica se está reestructurando en un esquema mucho más 
rápido, más moderno, más activo y con más procesamiento de información. Porque, ¿sabe una cosa, señor 
Diputado? Hoy en día en el mundo la emergencia y la reemergencia de enfermedades es un tema de 
seguridad nacional. En todos los países desarrollados se toma este tema con estas características. La 
emergencia y la reemergencia son tan importantes para el país desde el punto de vista de la seguridad, que 
afectan al comercio, afecta la comida, afecta a las poblaciones, a todo. Con ese concepto es que estamos en 
un proceso de transformación bastante importante. Este proceso requiere tiempo y consolidación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El segundo tema del orden del día tiene que ver con la política de 
contratación de personal a través de las Comisiones de Apoyo. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- En diciembre del año pasado hicimos tres pedidos de informes -uno al 
Ministerio de Salud Pública, otro al Tribunal de Cuentas y otro al Ministerio de Economía y Finanzas- 
con relación al funcionamiento en general del Programa de Comisiones de Apoyo que tiene el 
Ministerio de Salud Pública. Estos pedidos de informes estaban referidos a todos los aspectos que 
hacen al funcionamiento económico financiero y de recursos humanos. En función de las respuestas del 
Ministerio con fecha 15 de junio -los pedidos de informes eran del 1” de diciembre- y de la respuesta 
del Tribunal de Cuentas de fecha 26 de enero, surgen algunas interrogantes sobre el funcionamiento. 


El Tribunal de Cuentas nos hace saber que con fecha 10 de diciembre le hace llegar al Ministerio el informe a 
través de la Dirección General de Secretaría con respecto al análisis del funcionamiento de las Comisiones de 
Apoyo del año 2002. En ese informe surgen una serie de constataciones por parte del Tribunal de Cuentas y 
de conclusiones y recomendaciones que voy a pasar a detallar. Tenemos conocimiento de esto, dado que en 
las actas de la Comisión de Apoyo a la 068 -información que me mandó el Ministerio- consta que el informe 
del Tribunal de Cuentas llegó a la Comisión, en la que estaba siendo analizado y estudiado. Queremos saber 
si eso ya sucedió y qué medidas se tomaron con respecto a eso. Sin embargo, quisiéramos hacer algunas 
consideraciones a punto de partida de ese informe. 


También tengo que decir que el Ministerio contestó prácticamente todo nuestro pedido de informes, que era 
muy extenso, salvo algunas excepciones. Creo que hay alguna carencia en la información, pero después de 
analizarlo nos da la oportunidad de sacar algunas conclusiones que queremos plantear. 


Las constataciones del informe del Tribunal de Cuentas no dejan de ser preocupantes. Este tema de las 
Comisiones de Apoyo es una herencia que tienen todos los Ministros; es complicado. Se trata de un viejo 
tema no resuelto del año 1988. Nació con una muy buena intención -eso lo reconocemos todos- pero no se le 
fue dando desde el punto de vista jurídico, tributario ni laboral, soluciones más o menos definitivas, salvo 
cuando en el año 1997 -momento en el que era Ministro el doctor Bustos- se le intentó dar una forma jurídica 
definitiva, que es la que tiene ahora. De todos modos, creo que en la evolución de la Comisión de Apoyo se 
ha ido desvirtuando la idea original. 


¿Qué es lo que constata el Tribunal de Cuentas? Este organismo dice que en cuanto al análisis de las 
remuneraciones y la legalidad de situaciones que se dan en dicha Secretaría de Estado existen: duplicación de 
remuneraciones, superposición de horarios, sueldos complementarios con relación a las Comisiones de 
Apoyo. 


La segunda constatación que se hace desde el punto de vista administrativo es que no se hacen las retenciones 
correspondientes al IRP. 


Otra constatación es que hay yuxtaposición de horarios con el Ministerio de Salud Pública en cuanto a los 
funcionarios que están contratados en la Comisión de Apoyo. Del examen de los contratos surge que a igual 


cargo no siempre corresponde el mismo valor de la hora. Debo decir que en este aspecto no he podido hacer 
una evaluación porque en este informe falta un dato y, a pesar de haberse hecho la relación de todos los 
cargos, no se incluyó la remuneración, tal como lo había solicitado. Por eso no he podido hacer algunas 
evaluaciones y esta que estoy citando es la del Tribunal de Cuentas que, en verdad, no he podido constatar. 


Hay otra serie de constataciones, algunas de orden administrativo, tal como que las facturas de honorarios, en 
caso de retenciones judiciales, se confeccionan por el valor neto. Hay otra también vinculada a las facturas. 
Son trece constataciones; yo me voy a referir a algunas que son las que nos preocupan más. 


Voy a centrarme en lo que decía al principio, es decir, en el tema de la duplicación de remuneraciones, la 
superposición de horarios y los sueldos complementarios. Además, hay otra conclusión y es que hay 
funcionarios que desempeñan tareas en más de un centro hospitalario, contratados por distintos cargos. La 
importancia de esto está fundamentada en los recursos que maneja la Comisión de Apoyo. De acuerdo con 
una proyección que se me ha hecho, en el año 2003 se transfirieron del presupuesto de funcionamiento del 
Ministerio alrededor de $ 550:000.000 a las Comisiones de Apoyo, de los cuales el 90% fue destinado a la 
Comisión de Apoyo mayor, que es la 068. Esta Comisión de Apoyo mayor fue creada en el año 1993 en 
función de que se pasó del régimen de Comisiones de Apoyo locales -conformadas por integrantes de la 
comunidad que en forma honoraria manejaban sus recursos- a esa gran Comisión que comenzó a manejar 
todos los recursos asistenciales. 


Este tema está vinculado a algunos aspectos que voy a plantear al señor Ministro, sobre los que quiero 
conocer su opinión, y está resumido en un informe hecho al respecto. En el visto de la resolución que crea la 
Comisión de Apoyo 068 se alude al buen funcionamiento de los programas asistenciales que habían sido 
creados en su momento con muy buen criterio para apoyar algunos servicios hospitalarios, CTÍ, emergencias, 
retenes, etcétera. Entonces, se crea esta Comisión de Apoyo apuntando al mejor funcionamiento global de 
todos los programas. 


La Ley presupuestal N* 16.736 es la que definitivamente establece el crédito presupuestal que debe llegar a 
las Comisiones de Apoyo, es decir el porcentaje del presupuesto de funcionamiento que va para dichas 
Comisiones, con el objeto -así lo dice específicamente- de que estas -las Comisiones o la Comisión de Apoyo 
068- participen en la gestión de los respectivos establecimientos hospitalarios bajo la supervisión del Director 
de la unidad ejecutora. Esto es ley presupuestal. 


A su vez, hay dos decretos reglamentarios, el N* 243 y el N* 289, pero el que pone el sello a la Comisión, es 
decir, su condición jurídica definitiva, es el N” 193 de 2000, del Ministerio del contador Fernández Ameglio; 
el Decreto N* 289 es del Ministerio del doctor Bustos. El Decreto N* 193 refiere a quienes cumplen tareas en 
los Establecimientos Asistenciales en régimen de subordinación, mediante contratos celebrados y financiados 
por las Comisiones de Apoyo. Esto lleva a la situación de que quienes contratan con las Comisiones de 
Apoyo pertenecen a una persona jurídica de carácter civil, estando vinculada a las mismas mediante la 
formalización de distintos contratos, es decir, en régimen privado público, que es la situación actual. 


Creemos que el propósito perseguido en la creación y puesta en funcionamiento de las Comisiones de Apoyo 
se ha ido desnaturalizando, a partir de las políticas que los Ministerios han llevado adelante. Evaluamos todo 
esto en función del análisis que hemos hecho al respecto. 


Según el informe del Tribunal de Cuentas, en el año 2002 teníamos 6.050 funcionarios por Comisión de 
Apoyo, de los cuales prácticamente el 50% son funcionarios del Ministerio. De acuerdo con la información 
que nos han brindado ustedes, de 2002 a la fecha han aumentado sustancialmente los contratos. Teniendo en 
cuenta otra información que hemos recibido llegamos a la conclusión de que en este momento tenemos 
alrededor de 7.200 contratos. Pregunto si esto es así. De cualquier manera, nos manejamos con las cifras del 
Tribunal de Cuentas, que son las oficiales. Si a la cifra que mencioné le sumamos el conteo de lo que ustedes 
nos dijeron, nos da como resultado que hay alrededor de 3.380 funcionarios. 


De la contestación del señor Ministro a nuestro pedido de informes surge que una gran parte de los dineros 
transferidos por ASSE en particular a esta Comisión de Apoyo 068, que son extraídos de los gastos de 
funcionamiento, en lugar de ser aplicada a apoyar los establecimientos hospitalarios -como lo establece el 
artículo 396 de la Ley N* 16.736 que acabamos de citar, que dice: "[...] a fin de que estas participen en la 
gestión de los respectivos establecimientos hospitalarios bajo la supervisión del Director de la unidad 
ejecutora"-, es destinada a contemplar sobresueldos o retribuciones a funcionarios que revisten cargos de 


particular confianza o de alta prioridad o que reciben niveles máximos de compensación, o bien son 
retribuciones a personas que no integran la plantilla de salud pública, que no son funcionarios públicos pero 
ingresaron a cumplir funciones públicas a través de un mecanismo desde nuestro punto de vista prohibido por 
la ley, es decir, a través de una persona jurídica privada. De la lectura y análisis de esto surgen ejemplos. Yo 
no quiero, por razones obvias, dar ejemplos sobre esta situación irregular porque, de alguna manera, están el 
señor Ministro y sus asesores. No quiero personalizar. Estoy diciendo que el sistema no está bien aplicado. 


Tenemos compensaciones extraordinarias a sueldo fijado legalmente, en casos de funcionarios de jerarquía. 
La lista que tenemos es extensa y allí están muchas de las jerarquías del Ministerio. Algunas de ellas tienen 
una situación muy especial; me estoy refiriendo a los cargos de alta prioridad. Esos cargos de alta prioridad 
son nueve, de acuerdo con el artículo 29 del TOCAF. Cinco o seis cargos de alta prioridad son compensados 
por la Comisión de Apoyo. Lo que no presumimos sino que está aprobado por el listado que nos da el señor 
Ministro es que en esta lista hay cargos que no tienen que ver con la gestión hospitalaria directa: las 
Secretarías de los Ministerios y una cantidad de asesores que no están vinculados a la gestión de los 
Ministerios. Hay asesores de prensa, por ejemplo, que no están vinculados al Ministerio. 


De acuerdo con el asesoramiento que hemos tenido, nos parece que eso no es legal. La lista de asesores es 
larga y algunos de ellos no son funcionarios de salud pública, pero cobran por la Comisión de Apoyo. Y están 
ocupando funciones con remuneraciones que en algunos casos son superiores a las que les corresponden por 
su cargo presupuestal. Tenemos el listado pero, por razones obvias, no queremos que quede registrado en la 
versión taquigráfica. Y el tema nos preocupa. 


Nosotros hicimos un pedido de informes que fue contestado en el mes de junio, pero previamente el 
Ministerio dictó un nuevo decreto: el Decreto N” 185/04. En ese decreto se reiteran normas contenidas en 
decretos anteriores. A nuestro entender, este decreto fue dictado para intentar dar una solución jurídica a esta 
situación que estamos denunciando. El artículo 14 de este nuevo decreto -que en su generalidad es muy 
similar a los decretos reglamentarios anteriores- es utilizado de una forma que no nos parece legal para 
solucionar estas situaciones que están planteadas. El artículo 14 dice en su último ítem que en aquellos casos 
en que se encuentre plenamente justificado, por razones de servicio, para el fortalecimiento de la gestión 
técnico asistencial de la Administración de Servicios de Salud del Estado, podrá procederse a la contratación 
de personal dependiente de las unidades ejecutoras 001y 070, es decir, Dirección General de Secretaría y 
Dirección General de la Salud. Específicamente, entonces, este artículo trata de solucionar legalmente una 
situación que se venía dando de hecho, que se sigue dando y que a mi entender no se blanquea por esta vía, ni 
mucho menos. 


A través de este artículo 14, pues, se tiene el propósito de disimular una ilegalidad. Esta norma para nosotros 
es ilegal, al prever la contratación de personas para cumplir funciones en otras unidades ejecutoras no 
previstas por la Ley N* 16.736. Es claro que la contratación de personal dependiente de esas unidades - 
Dirección General de Secretaría y Dirección General de la Salud-, que reciben sobresueldos de la Comisión 
de Apoyo, no fortalece la gestión técnico asistencial directa de los establecimientos hospitalarios, como la ley 
prevé, por cuanto los cometidos asignados a esas unidades no tienen conexión con los cometidos asistenciales 
de ASSE. A nuestro entender, tampoco esta norma salva las contrataciones de los jerarcas de las unidades de 
la Dirección General de Secretaría y de la Dirección General de la Salud. Teóricamente solo quedaría 
habilitada la contratación -como lo dice especialmente la ley- de personal dependiente de las unidades, pero 
no de los jerarcas, por lo cual los jerarcas no pueden estar amparados en esta vía. 


De toda esta situación acerca del funcionamiento de la Comisión de Apoyo, la información que se nos brinda 
en la parte económico financiera es absolutamente insuficiente. No vemos un presupuesto tal como debe ser 

presentado previamente, sino que hay una relación de gastos. Hay aspectos que además de no ser claros, son 

insuficientes. 


Fundamentalmente, nos queremos centrar en nuestra discrepancia con respecto a este tipo de cargos. En la 
respuesta que obtuvimos por parte del Ministerio se dice que esto se justifica. Un informe en respuesta a 
nuestra inquietud dice que en relación a aquel personal que no desempeña tareas directas en establecimientos 
hospitalarios -esa es la inquietud que teníamos nosotros-, la respuesta también debe ser afirmativa: la 
herramienta de las Comisiones de Apoyo ha permitido modificar notoriamente la calidad que se brinda en las 
unidades ejecutoras, apuntando a dotarlas de recursos humanos. También dice que la disposición de técnicos 
capacitados en los hospitales destinados a aspectos asistenciales y de gestión en sentido general 


contribuyeron a maximizar recursos públicos en programas como los de alta emergencia, terapia intensiva, 
medicina altamente especializada. Eso es así, pero no interpretamos que las funciones que se prestan a través 
de estas direcciones tengan que ver con lo que la ley dice que es la gestión directa, técnico asistencial, en los 
hospitales. 


La explicación que se intenta dar es que esta visión hace que estructuras y personal que no se desempeñan 
fisicamente en un establecimiento hospitalario, coordinando sus actividades, dedican y ponen a disposición 
de la red hospitalaria, su capacitación y experiencia, cumpliendo funciones y tareas para la gestión de las 
diferentes unidades ejecutoras. Esta es una explicación muy amplia, demasiado generosa ya que, según esto, 
toda la estructura del Ministerio de Salud Pública apunta a lo asistencial. Toda ella, no; la que apunta a lo 
asistencial es ASSE; lo demás es un complemento, un soporte, pero de ahí a la gestión directa hospitalaria no 
consideramos que eso sea adecuado. 


Por lo tanto, en función de la información que hemos obtenido, que se basa fundamentalmente en el informe 
del Tribunal de Cuentas, que avala lo que estamos objetando, o sea las dobles remuneraciones, las 
compensaciones y los sobresueldos -el Tribunal de Cuentas dice específicamente que eso no es regular y que 
no es legal-, es que queremos que el señor Ministro nos dé una explicación a algo que a priori seguimos 
considerando como una situación irregular que el Ministerio debería analizar y resolver lo antes posible 
porque sé que es algo que se viene heredando y hay que solucionarlo definitivamente. Las Comisiones de 
Apoyo son un tema ardiente para todas las Administraciones y, desde nuestro punto de vista, debería 
solucionarse definitivamente. 


Nosotros estamos de acuerdo con una propuesta que se hizo desde el Ministerio del doctor Bustos. Tenemos 
un informe que la Comisión de Apoyo envió al Banco de Previsión Social, donde se plantean soluciones 
definitivas que consisten en que no existan más las Comisiones de Apoyo y que las partidas correspondientes 
se transfirieran al Rubro 0 a efectos de limpiar una estructura que jurídicamente no es clara, y que laboral y 
tributariamente ha tenido dificultades. Actualmente existen dificultades con el BPS por una serie de 
situaciones anormales que se están dando y me consta que esta institución está estudiando la propuesta. 


En función de esto, sería hora de que este tema se transparentara definitivamente. En este sentido, uno de los 
criterios es ver qué piensa hacer el señor Ministro con respecto a estos cargos que, desde nuestro punto de 
vista, no deberían estar contratados por la Comisión de Apoyo ya que son cargos presupuestales, sobre todo 
los de alta jerarquía, que ya tienen una remuneración fijada por ley, por lo cual tampoco sería legal que, a 
través de un contrato privado, se les diera un aumento salarial compensatorio. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Esta inquietud sobre las Comisiones de Apoyo la hemos 
tenido todos. Este tema se ha conversado desde su propia creación por ley presupuestal en forma 
experimental, como decía la respectiva ley, de 1988. Recuerdo que a los doce días de asumir como 
Ministro, pedí para concurrir a esta Comisión parlamentaria y textualmente les dije con respecto a este 
tema: "Estas Comisiones de Apoyo se han vuelto fundamentales en el funcionamiento de los hospitales 
públicos, pero hay reales dificultades en la racionalización de los recursos humanos, de esas más de 
5.000 personas que trabajan allí. Cada vez que tengo que destinar personal a administración o a 
determinados equipos técnicos a través de la Comisión de Apoyo, estoy restando plata a ASSE, porque 
de allí se nutre esta Comisión, ya que no tiene una asignación presupuestal propia. En consecuencia, 
tengo que ser cuidadoso con aquello y también con esto. Hay dificultades para la racionalización de ese 
recurso humano. Se trata de mucha gente, por lo que tendremos que trabajar mucho para poner la 
mayor racionalidad posible y tratar de que los dineros de la Comisión de Apoyo vayan, prácticamente 
en su totalidad, a compensar aquellos trabajos especializados que, de otra manera, no tendrían los 
hospitales, porque con los sueldos que allí se paga no tendríamos a la gente adecuada". Esa era y sigue 
siendo mi filosofía. 


En realidad, no tenía una asignación presupuestal, sino que se fijaba una partida mensual que se destinaba a 
los fines de la Comisión y que provenía de los gastos de funcionamiento de los hospitales. Hoy en día, 
mediante determinado trámite, se asigna anualmente una partida destinada a la Comisión de Apoyo N* 068. 


El señor Diputado Gil Solares me preguntaba si de esas economías también surgía apoyo para sobresueldos 
de los funcionarios. Yo le decía que esa era una de las actividades básicas y que lo que sucedía era que el 
escalafón de los cuadros de Salud Pública no contaba con cargos que la tecnología de la medicina había 


creado con posterioridad. Entonces, la única forma de contratación de esos cargos que no existían 
presupuestalmente era a través de la Comisión de Apoyo. El señor Subsecretario dijo que era una herramienta 
que se había utilizado y que el señor Ministro entendía que debíamos revisar y racionalizar. 


Para que vean lo que tenemos entre manos no puedo ser muy sintético, por más que me gustaría, ya que todos 
tenemos que entender cómo es que esto se viene arrastrando y cómo podemos ayudar. 


Estamos discutiendo si son legales o no esas contrataciones que hace la Comisión de Apoyo, sobre todo con 
personal que no es de ASSE, sino de las otras dos Unidades Ejecutoras del Ministerio. Estamos discutiendo 
lo que hacen las Comisiones de Apoyo: la forma en que dan los incentivos, la manera en que contratan y, en 
definitiva, si todo su comportamiento y accionar está dentro de la legalidad. ¿Tienen legalmente respaldo 
para hacer lo que hacen o es ilegal? 


Es imposible comprender cómo funcionan y si lo que hacen está dentro de la ley si no hacemos un brevísimo 
raconto de su historia, como decía el señor Diputado Gallo Imperiale, herramienta de fortalecimiento de 
gestión que permitió al Ministerio, sin duda, mejorar sus cometidos constitucionales. Se crean en el año 1988, 
a través de la Ley_N” 16.002, de Presupuesto, por vía experimental. Permitieron incentivar a personas que, de 
otra manera, el Ministerio no tenía forma de pagar y, de esa forma, contar con funcionarios para 
determinados servicios que, si no, no hubiéramos podido crear o fortalecer. Es decir que, a través de ellas, se 
destinaron mayores recursos económicos para conservar o tener mejores recursos humanos y así prestar un 
mejor servicio a los usuarios a un precio global menor que el de seguir contratando privados caros -las 
Comisiones de Apoyo nacen a propósito de crear CTI públicos y no tener que pagarlos afuera- para lo que se 
podía hacer adentro de nuestras propias instalaciones públicas. Permitieron un funcionamiento menos 
burocratizado, más funcional, menos rígido y más próximo a la agilidad que da la empresa privada. Fue como 
una necesaria experiencia a transitar, como dice la propia ley que se consolidó en el año 1996. Así, las 
Comisiones de Apoyo dejaron de participar en la gestión de las Unidades Ejecutoras en forma experimental 
para, ahí sí, seguir haciéndolo hasta hoy con continuidad. 


Adjunto la lista del marco normativo porque para los médicos es difícil tener que referirnos a las leyes y a los 
artículos; prefiero que los señores Diputados que después de leer la versión taquigráfica quieran introducirse 
en este tema denso se manejen con este marco normativo, que es el que entendemos completo y por el cual se 
rigen totalmente las Comisiones de Apoyo. 


A fines del año 1993, a solicitud del Ministro de esa época, el profesor Américo Plá Rodríguez emitió un 
dictamen, que el señor Diputado Gallo Imperiale conoce. El dictamen fue esclarecedor y contestaba alrededor 
de nueve preguntas planteadas por la Comisión de Apoyo principal, la 068, es decir, la Comisión de Apoyo 
de ASSE. Los conceptos y sugerencias que vierte el profesor Plá Rodríguez para actuar legalmente en las 
relaciones laborales son válidos hasta hoy. Lo que sostenía el profesor Plá Rodríguez era que lo que se estaba 
haciendo en aquel momento era legal. La Comisión de Apoyo de ASSE contrataba personal que trabajaba en 
el propio servicio intrahospitalario y también algunas otras personas que, si bien estaban dentro de ASSE, no 
estaban directamente vinculadas al servicio hospitalario. 


Ese dictamen del profesor Plá Rodríguez es válido hasta el día de hoy; ha sido y es motivo de consulta por 
parte de nosotros en reiteradas ocasiones. Como no somos abogados, somos médicos, nos hemos hecho las 
mismas preguntas que el señor Presidente. ¿Esto es legal? ¿Lo estamos haciendo bien? ¿Será así? Este 
informe del profesor Plá Rodríguez es realmente esclarecedor para quien quiere introducirse en este tema de 
la legalidad de lo que hacen o dejan de hacer las instituciones como una Comisión de Apoyo. 


El profesor Plá Rodríguez dice textualmente que la serie de normas que hemos mencionado -que son las que 
traen a la Comisión de Apoyo hasta ese momento- provienen de distintos Gobiernos, de diferentes 
legislaturas, llevan la firma de varios Ministros sucesivos, de modo que parece ser una tendencia consolidada 
por encima de las circunstancias o de las opiniones individuales. Esto no es una improvisación ni una 
innovación de este Ministerio. Todos lo sabemos. Continúa diciendo que la nobleza del propósito es 
manifiesta; se quiere llevar la asistencia que prestan los organismos estatales al nivel alcanzado por las 
instituciones privadas, procurando un menor volumen global de gastos. 


Todos esos textos legales y reglamentarios que acabo de mencionar fueron afianzando ese valioso 
instrumento para Salud Pública: las Comisiones de Apoyo. Primero, fueron de Derecho Público no estatal y, a 
partir de 1990, se transformaron en personas jurídicas de Derecho Privado, con las potestades que les 


corresponden, con plata que el Estado les destina y, por lo tanto, con los controles debidos, pero de Derecho 
Privado. Todo esto es fundamental para entender sus competencias, su grado de dependencia, sus potestades 
y sus prerrogativas de contratar o no. 


Como queríamos estar seguros de que fuera lo correcto -como hemos dicho, nos hemos preguntado más de 
una vez si estábamos haciendo lo correcto y, si no fuera así, cómo podíamos ayudar para revertir la 
situación-, y se ha cuestionado la legalidad de los procedimientos, hemos hecho una nueva consulta 
independiente a quien entendemos es un jurista de primer nivel. Entonces, pedimos al profesor Gonzalo 
Aguirre que nos hiciera un dictamen acerca de la legalidad del gasto que efectúa la Comisión de Apoyo, 
aportando incentivos a personal que trabaja en la órbita de las Unidades Ejecutoras 01 y 070, Dirección 
General de Secretaría y Dirección General de la Salud, respectivamente. Las Comisiones de Apoyo son 
asociaciones civiles sin fines de lucro, no estatales, que tienen personería jurídica propia, que se rigen por el 
Derecho Privado y están inscritas en el Registro de Personería Jurídica del Ministerio de Educación y 
Cultura. 


El doctor Gonzalo A guirre en una parte de su informe dice que como en el Decreto N* 243/97, cuyo 

artículo 2” se remite al artículo 21 del Código Civil y, en especial, al Decreto N* 193 de 2000, cuya parte 
expositiva las califica expresamente de personas jurídicas de Derecho Privado, cabe concluir que esa es su 
naturaleza jurídica en razón de haber sido reconocidas por el Estado al amparo de lo dispuesto por el referido 
precepto del Código Civil. ¿Cuál es la competencia genérica de las Comisiones de Apoyo y la competencia 
específica de la Unidad Ejecutora 068? Me refiero a la Comisión de Apoyo principal, la que tenía el cometido 
básico y originario -cuyo carácter experimental fue posteriormente suprimido- de participar en la gestión de 
las Unidades Ejecutoras del organismo; o sea, del Ministerio de Salud Pública bajo la supervisión del 
Director de la Unidad Ejecutora, como decía el señor Presidente de la Comisión. Tal definición de dicho 
cometido pecaba por su amplitud e imprecisión, por cuya causa los decretos reglamentarios posteriores, son 
colidir con el citado precepto legal, precisaron que tal participación se concreta en la acción de colaborar con 
dicha gestión. Así lo dice el artículo 1? del Decreto N” 189 de 1990, el artículo 2* del Decreto N* 243 de 1997 
y el artículo 1” del decreto del 3 de junio de 2004, que es el último que dictó nuestra Cartera. Con mayor 
precisión aún, los artículos 5* y 6” -literales a) y b) respectivamente- de los Decretos N* 189 de 1990 y del 3 
de junio de 2004, especifican que esa colaboración será con la gestión de la Dirección de la Unidad Ejecutora 
en las áreas de recursos humanos y recursos materiales. Dice el jurista consultado que a esta colaboración 
preceptiva en dichas áreas se agrega toda aquella que la Dirección de la Unidad Ejecutora le solicite o que le 
solicite el Ministerio de Salud Pública. 


¿Quién le solicita apoyo a las Comisiones de Apoyo? La Unidad Ejecutora o el Ministerio de Salud Pública, 
que es más grande que la Unidad Ejecutora, o el Director General de ASSE, cualquiera de los tres son 
quienes le encomiendan a la Comisión de Apoyo: "Ayúdeme en tal cosa". Compete asimismo a las 
Comisiones de Apoyo procurar recursos para la Unidad Ejecutora, literales D) y B) respectivamente, y 
establecer y ejecutar programas para la difusión de normas sanitarias entre la población, literales E) y C). O 
sea que no se restringe a la actividad dentro del hospital, porque establecer y ejecutar programas para la 
difusión de normas sanitarias entre la población o que el Ministerio pueda pedirle ayuda a la Comisión de 
Apoyo, son cosas que trascienden conceptualmente lo intrahospitalario. 


¿Cuál es la legalidad de la contratación y de los incentivos? Yo no les llamo sobresueldos sino incentivos. 
¿Cuál es la legalidad de esos pagos por esta Comisión de Apoyo a personal de la Dirección General de 
Secretaría y de la Dirección General de la Salud? El informe señala que con carácter general, tratándose de 
personas jurídicas de Derecho Privado así calificadas expresamente por el Decreto N* 193/2000, es innegable 
que las Comisiones de Apoyo son personas jurídicas diferentes e independientes del Estado por cuya causa se 
hayan en absoluta libertad de contratar a las personas que consideren necesarias para el cumplimiento de sus 
cometidos bajo la figura del arrendamiento de servicios. Tal libertad de contratación reconoce una posible 
limitación en el hecho de que la misma no genere gastos que excedan los fondos públicos disponibles por 
cada una de dichas Comisiones, con arreglo a su crédito presupuestal general, como dice el artículo 396 de la 
Ley N? 16.736, y a las previsiones de su propio presupuesto interno. Esto es en el orden general que resulta 
aplicable a todas las Comisiones de Apoyo, incluida la 068, la Comisión de Apoyo grande de ASSE. En 
cuanto a la contratación de funcionarios de las Unidades 01 y 070 pertenecientes a las dos Direcciones 
Generales, debe tenerse presente que ASSE coordina, orienta, promueve y supervisa la gestión de todos los 
servicios asistenciales de salud pública. Naturalmente, en su carácter de órgano con competencia nacional, 
desconcentra su gestión en cada una de las Unidades Ejecutoras hospitalarias, desarrollando sus propias 


funciones en el ámbito físico y central del Ministerio. ASSE es un organismo desconcentrado pero no 
descentralizado. En tales condiciones, resulta claro que la Comisión de Apoyo de ASSE no puede valerse, en 
cuanto a sus recursos humanos, de lo que clásicamente hacen con las Comisiones de Apoyo: se valen de 
vecinos de arraigo en la zona de la Unidad Ejecutora, ya que actúa en la sede central del Ministerio, 
funcionando en continua y necesaria interrelación con la Unidad 070, que es la Dirección General de la 
Salud, a la que compete la ejecución de los cometidos legales de la policía sanitaria pública y privada, así 
como con la Unidad Ejecutora 001, Dirección General de Secretaría, que cumple las funciones generales de 
asesoramiento y asistencia legal y administrativa a todos los servicios del Ministerio de Salud Pública sin 
excluir a ASSE. Es lógico que deba valerse de sus recursos humanos; no es tan ilógico. Siendo así como es y 
no teniendo su comisión de apoyo limitación, en principio y en razón de su condición de persona jurídica de 
Derecho Privado, para contratar personal a fin de fortalecer su gestión y la de la propia Unidad Ejecutora que 
accede, no se percibe razón legal supuestamente impeditiva del arrendamiento de los servicios de 
funcionarios de las Unidades 01 y 070, generando las erogaciones inherentes al pago de tales servicios. 


El inciso final del artículo 14 del decreto del 3 de junio que emitió nuestra Cartera habilita expresamente - 
decreto vigente- la contratación de personal dependiente de las Unidades Ejecutoras 01 y 070 en los casos en 
que se encuentre plenamente justificado por razones de servicio y para el fortalecimiento de la gestión 
técnico asistencial de ASSE. Se puede decir que esta norma fue para dar sustento normativo claro a lo que se 
venía haciendo en la práctica -como lo ha dicho el señor Diputado- desde antigua data, o bien para 
regularizar una situación que se considera de dudosa legalidad. Lo que sí parece claro es que la intención que 
yo tengo al poner en ese artículo esa frase es aventar dudas o posibles cuestionamientos a la legalidad. Eso 
venía ocurriendo y no encontrábamos la manera de disipar las dudas razonables que pudiera haber, y se 
corrigieron con un decreto. Vamos a ver que todo esto está inscripto en la preocupación inicial con que 
comencé esta pequeña disertación, que es llevar esto a la mínima expresión, a la regularización y a que 
cumpla la función que debe cumplir. 


Pero puede estar la hipótesis -dice el profesor Gonzalo Aguirre- de que se considere que la Comisión de 
Apoyo de ASSE carece de facultades legales para proceder a esas contrataciones en cuestión. Esa supuesta 
irregularidad -que a nuestro juicio no existe-, en sede de Derecho Público sería susceptible de convalidación, 
tal sería el efecto de dicho artículo 14, y en sede de Derecho Privado sería una nulidad relativa que puede 
subsanarse por el lapso de tiempo o por la ratificación de las partes, según el artículo 1562 del Código Civil. 
A veces -y lo cita Gonzalo Aguirre- el maestro Sayagués Laso, en razón del tiempo transcurrido desde el acto 
irregular, su ejecución pacífica durante un largo tiempo y las consecuencias injustas que aparejaría su 
invalidez, se considera subsanado el vicio que el acto produce en todos sus efectos. En ciertos casos -añade el 
eminente doctrino- y reuniéndose determinadas condiciones, un acto inválido puede ser regularizado por otro 
acto administrativo posterior y en ese supuesto el acto irregular queda convalidado. Con el alcance que le 
atribuimos, el acto de convalidación abarca las distintas hipótesis en que la Administración pueda regularizar 
un acto inválido reiterando el acto y llenando todas las formalidades pronunciándose el órgano competente, 
obteniéndose la autorización o aprobación que faltaba, etcétera. Esto lo señala Sayagués Laso en las páginas 
425 y 442 de la Séptima Edición de su Tratado. 


Si existiera realmente una ilegalidad, de todos modos el informe legal que tenemos expresa que no estamos 
cometiendo ilegalidades. ¿Que tenemos problemas administrativos? ¡Vaya si los tenemos! Pero lo 
fundamental es que no estemos cometiendo ilegalidades. 


En suma y en definitiva -dice el doctor Gonzalo Aguirre- respecto a la consulta de si se puede contratar 
funcionarios que no están directamente vinculados a los hospitales, la Comisión de Apoyo de la Unidad 
Ejecutora 068 no incurrió en ilegalidad al contratar y pagar los servicios de personal de las Direcciones 
Generales de Secretaría y de la Salud, en ejercicio de su facultad amplia y discrecional de arrendar los 
servicios de las personas que considere necesarias para el mejor cumplimiento de sus cometidos. Agrega, que 
aun en el supuesto de que se consideraran ilegales o viciadas de nulidad tales contrataciones, el artículo 14 
del Decreto del 3 de junio de 2004 surtiría el efecto de convalidar o subsanar la pretendida irregularidad en 
razón del largo tiempo transcurrido desde que principió la práctica eventualmente cuestionada y de su 
ejecución pacífica durante todo ese lapso 


Es que en los hechos es así, ¿verdad? 


¿A quiénes apoyan las Comisiones de Apoyo? A las Unidades Ejecutoras, pero sus funciones y su apoyo no 
son ni han sido exclusivamente destinados al trabajo intrahospitalario. El artículo 5* del inciso E del Decreto 
189 de 1990 establece textualmente que son también para establecer y ejecutar programas que permitan 
afianzar las normas sanitarias en la población. Quiere decir que su acción va más allá de lo estrictamente 
intrahospitalario. Y deben colaborar no solo con la Dirección de la Unidad Ejecutora o con el Director 
General de ASSE, sino en todo aquello que solicite el Ministerio de Salud Pública, según el literal F del 
artículo 5” de la Ley_N” 16.002 que las creó. Y ese es, a mi modesto entender, el espíritu del legislador y el 
espíritu con el que ha funcionado esto. Podemos discutir si ha habido abuso, pero no podemos discutir su 
legalidad. Se trata de un espíritu que ha trascendido legislaturas y hasta ahora funciona con él. 


El señor Subsecretario es un hombre de números y hay que dimensionar esto realmente y creo que puede ser 
ilustrativo para todos ver la verdadera dimensión económica del tema y de lo que se objeta. Por supuesto que 
no es para pedir disculpas porque allí se gaste poca plata -bastaría que fueran tres pesos-, sino porque 
conviene poner las cosas en su justo término. Por tanto, solicitaría que el señor Subsecretario nos mostrara 
unos números que ilustran cómo es que se manejan económicamente las Comisiones de Apoyo y de qué 
cantidad de dinero y personas estamos hablando. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- Como lo dijo el señor Ministro, la intención es 
cuantificar de qué estamos hablando cuando nos referimos a este tipo de contrataciones. 


Estudié los períodos 1996-1999 y 2000-2004 y, primero, hicimos una medición en cantidad de personas 
vinculadas a la Comisión de Apoyo; eso es el 100%. Los que trabajan en centros hospitalarios dentro de los 
programas de CTI en Montevideo, CTI en el interior, puertas de emergencia y traslados constituyen, y han 
constituido a lo largo de la historia, el 98% de las personas vinculadas a la Comisión de Apoyo, persona 
jurídica de derecho privado, según quedó establecido en el documento que acaba de leer el señor Ministro. 


En el año 1996 -como se puede apreciar- el 98% trabajaba en los programas asistenciales en atención directa 
a los usuarios de ASSE y el 2% lo hacía en apoyo a la gestión. En 1997 el 2,2% trabajaba en apoyo a la 
gestión. Esto ha variado, pero se ha mantenido siempre en el eje del 2% o del 2,5%, desde el nacimiento de la 
Comisión de Apoyo hasta la fecha. Si analizamos que estamos hablando de 6.000 personas, el 2% son 120 o 
150 personas, de las cuales se puede informar qué función hace cada una de ellas en apoyo a la participación 
de la gestión de las Unidades Ejecutoras de ASSE. Reitero que se puede brindar información de las 150 
personas. 


Podemos apreciar la serie 1996-1999, en la que analizamos la tasa, que ha variado, ya que cambia en función 
de determinadas estacionalidades. Por ejemplo, en determinados momentos hay que reforzar las puertas de 
emergencia de los hospitales y se recurre, como mecanismo rápido, a un contrato a término que hace la 
persona jurídica de derecho privado, Comisión de Apoyo, por uno o dos meses, generalmente en los meses 
pico. 


Esos datos son referidos a la cantidad de personas vinculadas a la Comisión de Apoyo y ahora vamos a ver en 
pesos corrientes cuál es el porcentaje de gasto total que se dedica a los programas asistenciales y al apoyo a la 
gestión de las Unidades Ejecutoras. 


Entre los años 1996 y 1999 el gasto comprometido en apoyo a la gestión siempre estuvo en el eje del 4% y 
hasta el día de hoy se mantiene así. De manera tal que como resumen podemos decir que el 2% de la cantidad 
de personas y el 4% del gasto total comprometido de las Comisiones de Apoyo ha estado vinculado a esto. El 
96%, es decir la inmensa mayoría, ha estado vinculado a la atención directa a los usuarios y a los programas 
que ASSE ejecuta. 


Si analizamos cualquier empresa, de casi cualquier sector de la economía, apreciaremos que siempre el 5% 
de su estructura de costos lo representa la administración y también sucede lo mismo en el sector privado de 
la salud. 


De manera que, como resumen, en primera instancia, quería dejar bien claro estos porcentajes; trabajé en 
porcentajes por la razón de que si se trata de pesos corrientes cuando uno analiza ocho años los pesos del año 
1998 no son comparables con los del año 2004 y, además, habiendo habido una devaluación no tenemos 
ningún índice de ajustes que, de alguna manera, deje homogéneas las monedas. 


Podemos ver la gráfica de lo que representa en plata ese apoyo a la gestión, es decir esas 150 personas de las 
que hablábamos, a las que hizo mención el señor Ministro. 


A la vez, hemos graficado cómo ha variado la tasa a lo largo del tiempo. 


A continuación, vamos a analizar el período 2000-2004. En esta gráfica tenemos la cantidad de personas que 
trabajan en centros hospitalarios y las que lo hacen en apoyo a la gestión. Como podrán advertir los señores 
Diputados, los porcentajes se han mantenido; siempre estamos hablando de un 2%, aunque llegó a un 
máximo de 3,4% en el 2002. Nos estamos refiriendo a 6.065 personas -6.050 dice el Tribunal de Cuentas, lo 
que es correcto-; ese es el número de personas vinculadas a la Comisión de Apoyo. Los porcentajes en cuanto 
a quiénes de esas seis mil personas dan apoyatura y quiénes trabajan directamente en los programas figuran 
en la gráfica. 


Lo primero que quiero decir es que se manifestó que había crecido el número de contratos vinculados a la 
Comisión de Apoyo con personas que trabajan no específicamente dentro de los programas. Se dijo que 
aumentaron desde el año 2002 en adelante y, como verán, es exactamente lo contrario: disminuyeron; bajaron 
de 215 a 152, al día de hoy. Pero de esas 152 personas hay 55 que trabajan para la Unidad Ejecutora 068, que 
es ASSE. Asimismo, entre esas 55 personas debemos contar, por ejemplo, a los Directores de los Hospitales 
de Montevideo, es decir, del Pereira Rossell, del Maciel y del Pasteur, y también al Director del Instituto 
Nacional de Oncología, que si bien no trabaja en un programa específico de CTI o de anestesista, cumple 
funciones dentro del centro hospitalario, y creo que no cabe duda alguna de que apoya la gestión. 


La Contaduría de ASSE trabaja participando en la gestión de los centros hospitalarios, porque de alguna 
manera los créditos presupuestales con los que cuenta el Ministerio se coadministran entre el Gerente 
Financiero de la Unidad Ejecutora y la Contaduría Central de ASSE. Esa coordinación hace que trabaje 
también la Contaduría participando en la gestión de los establecimientos hospitalarios, tal como lo establece 
la norma legal. De manera que si a esa cifra de 152 personas le sacamos también esta cantidad, estaríamos 
hablando de unas 80 o 90 personas que también indirectamente participan de la gestión de los 
establecimientos hospitalarios. Esto refiere a la cantidad de personas y a lo que representan estas 152 en el 
total de 6.000 funcionarios. 


Luego de tener un pico de 215 funcionarios en el año 2002, a lo largo del 2003 y en lo que va del 2004 
estamos en 152 funcionarios. Disminuyeron; no aumentaron. Hay menos contratos; no hay más. 


Desde el punto de vista del dinero, de la misma forma que en el período 1996-1999 lo analizamos en cantidad 
de personas, ahora vamos a estudiarlo a partir del porcentaje en la participación del gasto total, del 
presupuesto total, de las Comisiones de Apoyo. 


Vemos que desde el año 2002 hasta la fecha el porcentaje de participación en los gastos totales también 
disminuye. Estamos en un nivel similar al del año 2001; ha bajado del 5,4% del total de los $ 550:000.000, a 
los que hizo referencia el señor Diputado, a un 4,7%. 


Se puede ver en la gráfica el gasto de la Comisión de Apoyo; hay una gráfica de líneas que nos muestra la 
participación porcentual en el gasto total de lo relacionado con el apoyo de la gestión. 


Si analizamos el período 1996-2004, vemos que no hemos innovado en nada; es una situación que en 
números y en cantidad de personas ha permanecido constante prácticamente desde el año 1996. Por otra 
parte, en lo que tiene que ver específicamente con nuestra gestión, desde fines de febrero de 2003 hasta 
ahora, ha sido decreciente tanto el gasto en dinero en la Comisión de Apoyo como la cantidad de personas 
vinculadas a ella que no forman parte de los programas asistenciales. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Quisiera bajar más a tierra todavía, porque nosotros 
somos médicos y no leguleyos; no tenemos más remedio que basarnos en informes legales para sostener 
ciertas cosas. No obstante, hay cosas que, a mi modesto entender, son de sentido común. ¿Que un 
chofer de la Dirección General de la Salud tenga incentivos? ¿Que seis secretarias tengan incentivos? 


Nosotros somos los que hicimos el Decreto N* 185/04 para uniformizar criterios entre todas las Comisiones 
de Apoyo, para poder tener un mejor control de las Comisiones de Apoyo locales, no tanto la 068, que puede 


tener infraestructura administrativa propia, sino de las otras que no tienen administrativos -cuando uno les 
pide no solo que rindan cuentas, sino que además elaboren el presupuesto anual y hagan otras cosas, no les 
resulta fácil a esos buenos vecinos que tenemos en los 64 hospitales del país- y también para poner límites. 
Digo esto porque lo que hace el artículo 14 es poner un límite que antes no existía. Establece que solo en 
aquellos casos en que se encuentre plenamente justificado por razones de servicio, para el fortalecimiento de 
la gestión técnico-asistencial -hay que demostrarlo-, es que podrá procederse a la contratación de personal 
dependiente de las Unidades Ejecutoras 01 y 070. Antes no existía eso. Por lo tanto, si hubo abusos, hay que 
ir corrigiéndolos. 


Vamos bajando la cantidad de gente de doscientos y pico a 150, y eso no ha sido en este último mes, sino a lo 
largo del año 2003 y en lo que va del 2004. Estas cosas no son fáciles. Hay casos en los que se nos hace muy 
difícil prescindir de determinadas personas. ¿De cuáles prescindo y de cuáles no? Un chofer de ambulancia 
de un pueblito del interior no trabaja en el Hospital; está incentivado, contratado por la Comisión de Apoyo. 
Él está en su casa porque es el que hace los traslados los domingos, los feriados, los fines de semana y en las 
noches. No va al Hospital; lo llaman. Él hace traslados. ¿Qué diferencia a ese hombre o a la gente de Salud 
Comunitaria que trabaja en el Plan Vigía de Maldonado, que recorre el asentamiento que tiene a media 
cuadra? Esta gente trabaja afuera del Hospital y no tiene nada que ver con él; es pagada por la Comisión de 
Apoyo y es la que detecta los embarazos adolescentes o aplica acciones de salud que permiten mejorar las 
condiciones de vida de esa gente. ¿Qué diferencia tiene el médico epidemiólogo que trabaja en la Dirección 
General de la Salud y sigue el rastro de una Hepatitis A en la periferia de una población o a un foco de 
hipertiroidismo en Minas? ¿O qué diferencia tiene el profesional abogado que al instrumentar un sumario de 
la Dirección General de la Salud, al llevar adelante un juicio o al instrumentar legalmente una de las tantas 
donaciones, como hacen los escribanos, que reciben los hospitales, está apoyando con su trabajo el buen 
accionar administrativo de las Unidades Ejecutoras porque no tienen abogados ni escribanos? 


La enorme mayoría del trabajo es para los hospitales. Es difícil decir que prescindo de ellos; los preciso a 
todos. Se dice que unos ayudan directamente y otros no, pero todos sabemos que esto es una sola cosa: los 
unos no funcionan sin los otros. A mi modesto entender, la asistencia directa es solo una parte de la salud 
pública, a los efectos de la salud toda de una población. 


Los incentivos de las Comisiones de Apoyo han permitido tener personal capacitado en CTI, en salas de 
operaciones, en emergencias intra o extra hospitalarias, porque en el SSAE también se apoya y no trabajan 
dentro de los hospitales. Asimismo, permiten mantener personal capacitado en epidemiología, en vigilancia, 
en control y en fiscalización, y contar con profesionales para el apoyo jurídico y notarial imprescindible para 
todo el accionar. 


Pero haber bajado unas cuantas decenas de funcionarios de la Comisión de Apoyo no es lo único que hemos 
hecho. En este Ministerio se terminaron los asesores; yo no conozco ningún asesor, señor Diputado. Ninguno 
tiene ese cargo. Los que no supieron asimilarlo tuvieron que irse. Ahora todo el mundo tiene su trabajo diario 
asignado y marca tarjeta. Puedo asegurar que todos mis Directores Generales me dicen que todos cumplen; 
no hay entenados. No es mucho, pero no es poca cosa. Hemos ido arreglando, poco a poco, la pirámide 
salarial. Porque ¿qué pasaba? Con los incentivos ocurría cualquier cosa. Como decía el señor Diputado, había 
gente con determinados sueldos. Pero nos preguntábamos ¿cómo puede ser? Este hombre está incentivado, 
este otro no, trabajan juntos y tienen la misma función, y aquel tuvo la suerte de tener el incentivo; no hay 
incentivos para todos. Hemos ido tratando de arreglar esa pirámide salarial; nos falta, pero no tanto. La 
venimos corrigiendo tanto dentro de la Dirección General de la Salud como de la Dirección General de 
Secretaría para que no existan cosas desproporcionadas ni locas. Vamos ganando en transparencia y en buena 
administración. Vamos a tratar de evitar injusticias y en esto de la pirámide salarial no hay más remedio que 
ir de a poco. Porque, ¡ojo con perder a la gente! No puedo perderla; la preciso a toda. 


Estamos haciendo todo lo posible para que el próximo gobierno encuentre una mejor organización general, 
no solo en lo que hace al funcionamiento hospitalario, a la vigilancia epidemiológica, a los controles, a la 
fiscalización y a todo eso que hemos tratado de ir arreglando, sino también a las Comisiones de Apoyo, tanto 
la grande como las locales. Sé que todo esto puede ser discutible y no somos abogados. De todos modos, 
hemos defendido como mejor creímos esta situación que venimos arrastrando y pensamos que estamos 
tratando de emprolijarla como corresponde. 


Me gustaría que el contador Pesce respondiera las interrogantes sobre el Tribunal de Cuentas. 


SEÑOR PESCE.- Vamos a analizar el informe del Tribunal de Cuentas y su rol con las Comisiones de 
Apoyo. 


Es importante aclarar que el Ministerio de Salud Pública cuenta con 18.000 funcionarios y que las 
Comisiones de Apoyo son la única herramienta que tienen para gestionar los recursos humanos de manera 
eficiente. Eso es lo que ha permitido procesar los cambios necesarios para hacer funcionar los hospitales en 
los últimos diez o quince años sin incrementar su presupuesto. ¿Cómo nacen las Comisiones de Apoyo? Con 
las economías generadas por la no contratación en el sistema privado de días cama de CTI. Ello permitió una 
economía de entre US$ 12:000.000 a US$ 14:000.000, y ese dinero se utilizó para desarrollar todos los 
programas existentes en las Comisiones de Apoyo. Esto ha posibilitado que los hospitales públicos tengan 
CTI -en muchos lugares son los mejores-, una buena puerta de emergencia y traslados especializados con el 
mismo presupuesto o menor, porque si analizamos a valores constantes el del 2000 con respecto a lo que 
tenemos en 2004, estamos en un 89%. Quiere decir que aun con menos presupuesto el instrumento Comisión 
de Apoyo permitió desarrollar una cantidad de programas y mejorar una cantidad de servicios que, de lo 
contrario, hubiese sido imposible llevar adelante. Ello hubiese hecho colapsar la totalidad de los hospitales 
públicos, porque no habría presupuesto para llevar adelante lo que es la medicina de hoy. 


Las Comisiones de Apoyo están sujetas al Tribunal de Cuentas conforme al artículo 589 de la Ley N* 15.903, 
que recoge el artículo 138 del TOCAF. ¿Cómo se vinculan con el Tribunal de Cuentas? Aquellas entidades 
que reciben fondos públicos cuyo monto no exceda el monto máximo de la licitación restringida deben 
presentar rendición de cuentas dentro de los 60 días de vencido el ejercicio. Cuando excedan dicho monto 
deberán presentar estado de situación, estado de resultado y estado de origen de aplicación de fondos. Y 
cuando el monto a percibir sea mayor a tres veces el límite de la licitación restringida, además de presentar 
todos los estados contables, deberán tener una auditoría externa y presentar un presupuesto antes del inicio 
del Ejercicio. 


En cuanto a las Comisiones de Apoyo que existen en la órbita de ASSE, hay de dos tipos. Tenemos 
Comisiones de Apoyo locales, que no pasan el límite establecido en el artículo 589, y la Comisión de Apoyo 
de ASSE, que sí lo pasa porque estamos hablando de $ 550:000.000 anuales en total. La 068, que es la 
Comisión de Apoyo más grande recibe $ 500:000.000, en un presupuesto que también hay que relativizar. 
Esto no representa la mitad del presupuesto de Salud Pública ni mucho menos. Salud Pública tiene un 
presupuesto de $ 5.000:000.000, de los cuales el 10% se transfiere para que las Comisiones de Apoyo 
respalden; es decir que en un presupuesto de cinco mil se transfieren quinientos para mejorar la gestión de los 
hospitales. 


En cuanto a las Comisiones de Apoyo locales, si bien la norma establece que deben rendir cuentas cada 
sesenta días, lo hacen mensualmente. La rendición de cuentas va acompañada de una declaración jurada del 
Director de la Unidad Ejecutora y de un informe de revisión limitada firmado por un contador público. 


Los contadores públicos tenemos diferentes grados de compromiso con la información que estamos 
avalando: certificación común; informe de compilación que exige mayor grado de responsabilidad; informe 
de revisión limitada cuyo grado de responsabilidad es aún mayor y, por último, practicar una auditoría con un 
dictamen de auditoría. 


Reitero que estas Comisiones de Apoyo rinden cuenta en forma mensual, acompañando el informe de la 
declaración jurada del Director de la Unidad Ejecutora de que se trate y de un informe de revisión limitada 
firmado por contador público. Por lo tanto, el manejo de ese dinero se hace con total garantía. 


Todos sabemos la responsabilidad personal, solidaria y patrimonial que puedo tener cuando yo estoy 
firmando informes de revisión limitada que de alguna manera no recogen ni representan la realidad de los 
movimientos de fondos. 


Por otro lado, están las Comisiones de Apoyo de ASSE, que además de cumplir con las obligaciones ya 
mencionadas, presentan un presupuesto antes de iniciar el ejercicio económico. Sus estados contables van 
acompañados de una ejecución presupuestal y de un dictamen de una auditoría independiente, externa, 
practicada a la Comisión 068. Aquí tengo algunas copias. 


Todos estos requisitos de información se han cumplido y se cumplen con total regularidad pues, de lo 
contrario, el Tribunal de Cuentas no libera las partidas con posterioridad. Por lo tanto, si esto no se cumpliera 
todo el sistema caería, porque el Tribunal de Cuentas no autorizaría el uso de fondos. 


Concentrándonos en la Comisión de Apoyo 068 -la grande, la que lleva la mayor cantidad de dinero-, debo 
decir que hemos analizado los últimos cuatro Ejercicios: 2000, 2001, 2002 y 2003. En todos los casos los 
dictámenes de auditoría han sido limpios, es decir, sin salvedades por parte del auditor independiente que, 
como hemos visto, cuando hace un dictamen de auditoría tiene el máximo grado de compromiso profesional, 
es la máxima responsabilidad que asume. 


Toda esta reseña que hemos realizado pone de manifiesto que el manejo de los dineros públicos se hace con 
la total garantía que acabo de señalar, dando cumplimiento estricto a su legalidad. 


Es importante el tema de la legalidad; no pueden quedar dudas. Es claro que el manejo de todos los dineros 
públicos se hacen en plena legalidad y con todas las garantías que marca la ley. 


Las constataciones que se hacen y de las que hemos hablado acá -Constatación N* 2, N* 4 no son sobre 
aspectos legales sino sobre procedimientos administrativos, que siempre pueden ser perfeccionables; y así se 
ha hecho durante el 2003: efectivamente se han perfeccionado todos estos procesos. En ese sentido, en su 
informe a la Administración, de 13 de abril de 2004, el Tribunal de Cuentas dice que en la actualidad la 
Gerencia General está realizando una reestructura a los efectos de mejorar o eliminar las deficiencias 
mencionadas anteriormente -es decir, esas constataciones-, lo que constituye un reconocimiento expreso a lo 
que hemos venido explicando: que esos procedimientos administrativos que no siempre se cumplen son 
siempre perfeccionables. Esta apreciación está firmada por el Secretario General del Tribunal de Cuentas. 


Finalmente, quiero señalar que las Comisiones de Apoyo han sido una herramienta muy valiosa, sin perjuicio 
de que permanentemente debe trabajarse en aspectos relativos a la eficiencia, eficacia y transparencia de la 
gestión, mejorando los aspectos normativos y de control, que logren consolidar los fines que este instrumento 
nos permite lograr. 


Como prueba de todo esto, hemos elaborado un Texto Ordenado -el Decreto N* 280, de 2004- que recoge 
toda la normativa aplicable a las Comisiones de Apoyo, tanto a las locales como a la 068. Creemos que este 
será el instrumento que permitirá mejorar la gestión de las Comisiones de Apoyo locales, porque la 068 ya 
tiene procedimientos administrativos muy pulidos. 


En el Ejercicio 2003 -durante la gestión de nuestro equipo-, se trabajó en la presentación y aprobación de los 
Ejercicios Económicos de los años 2000, 2001 y 2002, tomando como base el dictamen e informe que 
acompaña la aprobación del Ejercicio 2000, que es un dictamen limpio. 


¿Por qué digo que trabajamos simultáneamente en la regularización de tres Ejercicios Económicos? El 
dictamen del Tribunal de Cuentas llegó al Ministerio el 16 de enero del 2003; ese dictamen de auditoría es 
limpio porque aprueba los estados contables presentados por el año 2000. Además, en el informe que 
acompaña la Administración se dice que se ha tomado en cuenta el reflejar en cuentas de orden y de 
contingencia la posibilidad de ocurrencia de litigios, las recomendaciones que se han hecho en Ejercicios 
anteriores; se dice que examinadas las observaciones y recomendaciones del Ejercicio, se constató que las 
recomendaciones que han hecho siempre se han cumplido. 


Durante todo el Ejercicio 2003 y lo que va del 2004, luego de los cambios operados por la gestión de un 
nuevo Gerente y de algunos de sus miembros, la Comisión de Apoyo ha realizado una tarea de ordenamiento, 
tomando a su cargo el levantamiento de las observaciones e implementando todas las recomendaciones 
realizadas por el Tribunal de Cuentas, teniendo como resultado la aprobación de las respectivas rendiciones 
por parte del Tribunal. 


Cuando digo que esta gestión del Ministerio trabajó simultáneamente en tres Ejercicios es porque el 16 de 
enero del 2003 el Tribunal de Cuentas remitió la aprobación del Ejercicio 2000; en abril del 2003 se presentó 
el Ejercicio 2001 y en diciembre del 2003 se presentó el Ejercicio 2002. 


En junio de 2004 el Tribunal de Cuentas remite a la Comisión de Apoyo de ASSE los dictámenes e informes 
de auditoría de los Ejercicios 2001 y 2002, luego de un proceso de reordenamiento contable y levantamiento 


de observaciones y salvedades que, como podemos apreciar, ha insumido todo el 2003 y lo que va de este 
año. También en diciembre el Ministerio de Salud Pública recibió el informe del Tribunal de Cuentas a que 
hizo referencia el señor Diputado. Si tienen un poco de paciencia, me gustaría analizar el informe punto por 
punto, porque vale la pena reflexionar sobre su totalidad. Es un informe de auditoría sobre procedimientos 
administrativos; no hay cuestionamientos legales de ningún tipo. 


Al haber analizado prácticamente juntos los estados contables de los Ejercicios 2001 y 2002, podemos dividir 
el informe que nos manda el Tribunal de Cuentas -y al cual hace referencia el señor Diputado- en dos 
capítulos: las Comisiones de Apoyo locales y la Comisión de Apoyo de la Unidad Ejecutora 068. 


En cuanto a las Comisiones de Apoyo locales, en octubre de 2003 y en función de la resolución de ASSE de 
29 de octubre de 2003, se conforma un grupo de trabajo con el cometido específico de regularizar, ordenar, 
estandarizar y sistematizar toda su normativa y operativa. Dicho grupo de trabajo realiza un relevamiento de 
las Comisiones de Apoyo locales y de su estado de desarrollo administrativo. Recopila toda la normativa 
aplicable y todo este trabajo culmina con la redacción del Decreto N* 280, de fecha 3 de junio de 2004, que 
tiene como principal finalidad la de perfeccionar los procedimientos administrativos y controles internos de 
las Comisiones de Apoyo locales, tarea que hoy se está implementando en el Ministerio 


Dentro de las Comisiones de Apoyo locales tenemos constataciones, conclusiones y recomendaciones del 
Tribunal de Cuentas; se observa que no se respetan las formalidades que debe cumplir la documentación 
contable respaldatoria y en lo que refiere a las conclusiones que saca, reafirma la necesidad de regularizar los 
aspectos de la documentación respaldatoria. Asimismo, menciona aspectos contractuales y previsionales de la 
contratación del personal. En todo esto, quiero que quede claro que como esas Comisiones de Apoyo locales 
rinden cuentas en forma mensual y esas rendiciones de cuentas son avaladas por un contador público y por el 
Director de la Unidad Ejecutora, rápidamente se implementaron los controles y hoy la documentación -que el 
Tribunal de Cuentas en su momento pedía por favor que cumpliera con los requisitos legales- viene en 
tiempo y forma y cumpliendo las formalidades que se exigen para los comprobantes contables. 


La Comisión de Apoyo de la Unidad Ejecutora 068 -la grande, de la cual se habló fundamentalmente de las 
constataciones que ha hecho el Tribunal de Cuentas- administra 6.000 recursos humanos, procesa 
mensualmente 6.000 liquidaciones de sueldos -en la gráfica figura que al día de hoy son 6.063; 6.050 es el 
número que maneja el señor Diputado-, honorarios y toda una gran variedad de contrataciones que se 
ejecutan por distintos programas en diferentes Unidades Ejecutoras, y está desarrollando y ajustando 
permanentemente sus procedimientos administrativos. 


El informe del Tribunal de Cuentas al cual hace mención el señor Diputado viene con posterioridad al 
recibido en diciembre; el 18 de junio de 2004 recibimos en la Comisión de Apoyo a la Unidad Ejecutora 068 
la aprobación de sus estados contables. En el dictamen se establece que, en opinión del Tribunal de Cuentas, 
los estados contables mencionados presentan razonablemente en todos sus aspectos importantes la situación 
patrimonial de la Comisión de Apoyo de los Programas Especiales de ASSE, su Unidad Ejecutora 068, al 31 
de diciembre de 2002, los resultados de sus operaciones y el origen y la aplicación de fondos para el Ejercicio 
anual terminado a esa fecha. Es decir que los estados contables están aprobados. El informe a la 
Administración que acompaña ese dictamen de auditoría -que es positivo y no negativo- lo aprueba y hace 
recomendaciones de orden administrativo que son coincidentes con aquel adelanto al informe de diciembre 
de 2003 que llega a la Dirección General de Secretaría. La inmensa mayoría de ellas ya se han levantado y 
las que no, vamos a explicar por qué. 


La primera constatación es en cuanto a que la documentación no cumple con los requisitos legales. Un 5% de 
la documentación no cumple con los correspondientes requisitos legales, pero la propia constatación dice que 
esa irregularidad en cuanto a las formalidades se ha ido saneando hacia el final del Ejercicio. Por lo tanto, el 
Tribunal de Cuentas ha visto que lo que a principios de 2002 no cumplía con las formalidades de la 
documentación respaldatoria de operaciones, sobre finales de 2003 se había corregido. Al día de hoy, se hace 
un control muy estricto de la documentación que maneja la Comisión de Apoyo y no se aceptan facturas con 
pie de imprenta vencido, facturas que no cumplan con lo que establece la Dirección General Impositiva en 
materia de documentación respaldatoria de operaciones. Actualmente, esta situación está corregida, ya no se 
da. 


La segunda constatación a la que hizo mención el señor Diputado, refiere al análisis de remuneraciones y 
dice que existe duplicación, superposición de horarios y sueldos complementarios con relación a las 


Comisiones de Apoyo. Con respecto a la duplicación de remuneraciones y superposición de horarios, 
podemos decir que a partir del 24 de marzo de 2004 -según consta en el Acta N* 9 de la Comisión de Apoyo- 
será requisito indispensable para contratar profesionales el no tener otro contrato con la Comisión. Se 
respetan las situaciones existentes en virtud de los derechos adquiridos por las personas que hoy están 
contratadas, y por las consecuencias jurídicas y funcionales que tendría eliminar esos contratos. Si bien 
podemos variarlos, y lo hemos hecho, no podemos abusar del "jus variandi" en el sentido de que podría ser 
considerado un despido indirecto. Y cuando estamos hablando de una cantidad importante de reclamaciones 
laborales, no podemos desconocer lo que sería un verdadero problema, no solo desde el punto de vista 
jurídico, sino desde el punto de vista funcional, porque quien inicia un litigio renuncia a todos sus cargos, 
además de las razones de servicio. 


Respecto de la superposición horaria, a partir del 24 de marzo de 2004, el Director de la Unidad Ejecutora 
presenta una declaración jurada en la que manifiesta que la función será desempeñada en un horario diferente 
al que desarrollaba en el Ministerio de Salud Pública. De manera tal que esta constatación fue corregida. 
Hacia atrás no se pudo corregir la situación por el tema de los derechos adquiridos y el impacto que tendría el 
hecho de corregirlos drásticamente. 


La tercera constatación que hace el Tribunal de Cuentas es que no se realizan las retenciones 
correspondientes al impuesto a las retribuciones a prestaciones y honorarios de los profesionales 
universitarios. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Quisiera saber si también ha habido correcciones en lo que tiene que 
ver con los sueldos complementarios de las Comisiones de Apoyo. Aquí se habló de duplicación de 
remuneraciones, de superposición de horarios y había un tercer ítem que me gustaría que se me 
explicara. 


SEÑOR PESCE.- A la luz de lo que ha informado el profesor Plá Rodríguez y ahora el profesor 
Gonzalo Aguirre, en este caso no estamos hablando de sueldos complementarios, sino de incentivos. 
Dice el profesor Plá Rodríguez que está ínsita en la naturaleza, en la creación de las Comisiones de 
Apoyo la posibilidad de incentivar al personal de apoyo a la gestión. Por lo tanto, no se trata de sueldos 
complementarios, sino de incentivos. En los casos en que son personas que no revisten la calidad de 
funcionario público, existen arrendamientos de servicios y, como dicen los dos juristas consultados, la 
Comisión de Apoyo está totalmente habilitada para realizarlos. O sea que, tratándose de un 
funcionario público, lo puede incentivar y si no lo es, se pautan en un contrato de arrendamiento de 
servicios las reglas de juego; en ese caso no hablamos de sueldo complementario, sino de los honorarios 
que estaría cobrando ese profesional. 


Además, el profesor Plá Rodríguez dice que la Comisión de Apoyo no solo puede incentivar, sino que 
también puede premiar. En el propio informe nos dice que la Comisión de Apoyo tiene facultades para 
premiar funcionarios, para establecer un sistema de incentivos a la productividad. También lo puede hacer. El 
Tribunal de Cuentas manejó un concepto de sobresueldos y le fue explicada la naturaleza jurídica de esto. El 
Tribunal aceptó la explicación y, por tanto, el 8 de junio de 2004 aprobó los estados contables. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Me gustaría profundizar un poco más en este tema, que parecería ser 
uno de los más discutidos. Esto de los sueldos complementarios significa una compensación -ya sea 
como incentivo o como complemento de sueldos- a un funcionario público que tiene su remuneración. 
Entiendo que ustedes se hayan fundamentado en asesorías directas -la del doctor Gonzalo Aguirre y, en 
su momento, la del doctor Plá Rodríguez-, pero este es un tema viejo y también hubo asesorías de los 
doctores Cajarville y Delpiazzo. El problema es si esto no escapa a la competencia de la ley 
presupuestal. Nosotros también tenemos informes de asesoría con respecto a este tema y se nos dice 
que compete a la ley presupuestal la creación de empleo y de servicios públicos, y la fijación y 
modificación de las dotaciones, de acuerdo al primer inciso del artículo 86 de la Constitución de la 
República. 


El problema es la interpretación que se da a esto de la compensación. Objetivamente, por el mecanismo que 
sea, acá se está compensando una función pública que tiene una remuneración. Hay una remuneración 
diferente y el tema es si no cae en este criterio de modificación de dotaciones, porque si fuera así, sería 


materia de regulación por ley presupuestal, no por decreto. Ese es el criterio que nosotros manejamos. En ese 
sentido, tenemos muchas dudas con respecto a este punto específico, que es el que de alguna manera se 
cuestiona más. 


El contador Pesce ha sido extenso y muy claro en su explicación, sobre todo del funcionamiento de la 
Comisión de Apoyo. Es más: en muchas partes de su disertación ha querido justificar a las Comisiones de 
Apoyo y creo que eso no está en cuestión. Todos sabemos -y yo lo dije de entrada- que en su momento se 
utilizó para incentivar específicamente la mejora de la gestión técnico asistencial; ese fue el origen, y tanto se 
entendió así que se utilizaba solamente para programas específicos que tuvieran que ver con la gestión 
hospitalaria. El origen fue: CTI, retenes, emergencias; después se fueron agregando otros programas, pero era 
específicamente para lo que tenía que ver con el mejoramiento de la gestión técnico asistencial. Eso fue al 
principio, después se fue desvirtuando. ¿Por qué? Ustedes lo intentan explicar a través del porqué de la 
modificación del decreto y de la inclusión de la Dirección General de Secretaría y la Dirección General de la 
Salud, ampliando el concepto. Pero sigo pensando que en esa ampliación del concepto hay una justificación a 
una situación creada, que es la compensación -o como se quiera llamar- de determinados funcionarios. 


Decía el contador que porcentualmente eso es menor; es cierto, pero creo que acá no estamos viendo lo 
cuantitativo sino el mecanismo, y si es aceptado y legal. Sé que se trata de 120, 130 o 150 funcionarios, pero 
me cuesta entender. Yo anoté algo que dijo el señor Ministro: "Si hubo abusos, hay que ir corrigiéndolos". Si 
el señor Ministro hizo esa afirmación es porque probablemente en algún momento este Ministerio tuvo la 
visión de que hubo abusos, y los ha ido corrigiendo. ¿Cuáles son los abusos? Entonces, me parece que en esa 
corrección no ha entrado la que ha señalado el Tribunal de Cuentas con respecto a la compensación de los 
sueldos. 


Yo miro la lista de los funcionarios, tanto de la Dirección General de Secretaría como de la Dirección 
General de la Salud, que son compensados y uno ve que las remuneraciones -no las obtuve por informes del 
señor Ministro, sino anteriormente- no son compensaciones para todos los funcionarios que están en la 
misma área -algunos las tienen y otros no-, y las remuneraciones tampoco son iguales. Yo quisiera saber cuál 
es el criterio que se maneja en esas Direcciones para establecer esas compensaciones o incentivos. De la 
lectura de los informes que uno tiene surge que hay discriminaciones. A su vez, en el listado de los 
funcionarios uno encuentra algunas funciones que sigue costando explicar que tengan que ver con la gestión 
directa de los hospitales; la verdad es que nos sigue costando entenderlo. ¿Que se han ido corrigiendo? 
Acepto lo que dice el señor Ministro, pero sin ninguna duda la realidad era esa. 


Realmente, me parece que las compensaciones o incentivos de sueldo -no estoy hablando de lo relativo a 
ASSE, sino a la Dirección General de la Salud y la Dirección General de Secretaría- son algo a corregir, 
porque puede ser mal utilizado. 


No digo que las compensaciones y los incentivos hayan sido mal utilizados, pero pueden ser empleados con 
el fin de mejorar puntualmente la situación de determinados funcionarios. Creo que en muchos casos se han 
utilizado de esa manera. Fundamentalmente, sigo aferrado a la tesis de nuestros asesores jurídicos, quienes 
nos manifiestan que este tipo de modificación de dotaciones, de aumentos o de compensaciones, no puede ser 
hecho por decreto, sino por ley presupuestal. Específicamente así lo dice el artículo 86. 


En ese sentido, señor Ministro, permítame la duda en cuanto a la solución de este problema de las 
compensaciones. Yo sigo pensando que muchos argumentos avalan que esto no es legal y que puede tener un 
matiz demasiado discriminatorio, en el sentido de que se otorgan excesivas potestades para personalizar esos 
incentivos en determinados funcionarios, dejando de lado a otros. Los hechos así lo están demostrando. En la 
lista que nosotros tenemos no todos los funcionarios están compensados o incentivados. Por otra parte, las 
remuneraciones no son iguales. Una serie de remuneraciones son diferentes, tal como lo señala el Tribunal de 
Cuentas, que aconseja aplicar el criterio de que a igual función, igual remuneración. Probablemente el 
Ministerio esté tratando de corregir esa situación. 


Hay casos que uno ve y resultan sorprendentes. La existencia de multiplicidad de contratos para la misma 
función o funcionario está demostrada. Hay funcionarios administrativos de ASSE que tienen cuatro 
contratos, lo cual está documentado. No quiero personalizar, pero insisto en que hay funcionarios que tienen 
más de un contrato. En las actas de la Comisión de Apoyo consta que este tema se ha tratado con alguna 
preocupación. Yo no sé si se ha corregido, pero me parece necesario tener en cuenta esta situación. No puede 


haber dos contratos en la Comisión de Apoyo para un funcionario del Ministerio. Además de la duda sobre la 
legalidad, hay un problema ético: no puede ser. Yo creo que esas cosas se han constatado. 


Yo no dudo de la disposición para ir corrigiendo todas estas cosas, que son realidades y que habían motivado 
dudas. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- He escuchado atentamente al señor Diputado y quiero 
afirmar una vez más que aprobamos el 3 de junio ese decreto para aventar dudas o posibles 
cuestionamientos legales, de manera de dar sustento a una cosa que venía de atrás. 


Se dice que las Comisiones de Apoyo pueden ser discriminatorias, y aquí dejo de lado el tema legal. 
Sinceramente, para mí hemos explicado lo mejor posible las razones por las cuales entendemos que son 
legales; están funcionando legalmente con este tipo de contrataciones que hacen. Para nosotros son legales. 


Que las Comisiones de Apoyo pueden ser discriminatorias, claro que sí; lo han sido. A eso me refería al decir 
que vamos tratando de corregir esas cosas. ¿Qué defectos? La discriminación que implica que algunos sean 
incentivados y otros no y que algunos lo sean con cifras irracionales, inclusive por encima de otras personas 
que hacen la misma tarea. Hemos hecho mucho por eso, pero no podemos prescindir de mucha gente a la vez. 
Al pedírseles que bajen sus sueldos, porque se consideran disparatados, se han retirado no menos de 70 
funcionarios en un año y medio; de 215 personas, ahora tenemos 150. Y la pirámide salarial seguimos 
tratando de arreglarla para que no existan esas discriminaciones que a todos nos irritan. 


SEÑOR ESTOL.- Quiero recordar un compromiso que asumimos el año pasado en una comparecencia 
a este Parlamento. El Estado muchas veces tiene pocas herramientas para realizar su trabajo y contar 
con técnicos capacitados que puedan actuar en consonancia con las responsabilidades que tienen. 
Dijimos en aquel entonces que estábamos buscando mecanismos, a través del aporte de organismos 
internacionales como la OPS. Esa era una alternativa a las Comisiones de Apoyo, para seguir 
ordenando un esquema de recursos humanos difícil. 


Con la gente de la OPS el 17 de julio de 2003 decíamos: "Como es de vuestro conocimiento, tenemos 
dificultades técnicas básicas en recursos humanos capacitados para cumplir con nuestro rol en la vigilancia 
sanitaria. A tales efectos estamos abocados a reforzar los sectores responsables de la misma en el control de 
los medicamentos, productos, vigilancia de enfermedades emergentes y reemergentes. Creemos que la forma 
más adecuada para el financiamiento de las tareas es mediante un proyecto de cooperación con esa 
organización. El financiamiento provendría de fondos de libre disponibilidad que se generen a partir de la 
recaudación que realiza el MSP a través del registro de medicamentos y de diversas habilitaciones". O sea 
que esos fondos de libre disponibilidad se transfieren a un organismo internacional, de acuerdo con la única 
herramienta que nos aconsejaba entonces el Ministerio de Economía y Finanzas. 


La OPS nos contestó que para hacernos ese proceso nos cobraba por administración del proyecto un monto 
que nosotros considerábamos que no era adecuado, por lo cual lo desestimamos. 


Fuimos a hablar con la gente de Naciones Unidas, a quienes hicimos el mismo planteo, discutimos con ellos 
y estuvimos procesando un proyecto, que este año elevamos a consideración del señor Ministro. Es un 
proyecto de fortalecimiento de las actividades de vigilancia sanitaria del MSP en conjunto con Naciones 
Unidas. ¿Por qué? Porque no había herramientas claras para conseguir recursos humanos capacitados para 
cumplir distintos roles. En función de eso, recién hace una semana Naciones Unidas nos manifestó su 
acuerdo y la OPP sostuvo que ese era un mecanismo válido, vigente y legal para ese fin. Seguramente no nos 
van a dar los tiempos reales, por lo que esta herramienta quedaría disponible para una próxima 
Administración de Gobierno. 


Como decía el señor Ministro, con las herramientas disponibles, ¿cómo hacemos para contar con gente 
técnicamente capacitada concentrada para cumplir roles que no se limiten a las cuatro horas típicas de Salud 
Pública, sino que impliquen ocho horas, o más? Las herramientas son muy pocas: el cargo presupuestal, el 
cargo presupuestal más un nivel, un contrato 4-10 en acuerdo con ASSE, o un mecanismo de compensación 
para un cargo de responsabilidad. Y eso es lo que con las herramientas disponibles de la Dirección General de 
Salud hemos tratado de hacer. 


¿Cuál es el problema que tenemos hoy en día? Hay contratos de obra de gente que cumple tareas en 
fiscalización de productos, alimentos y tecnología, y en la medida en que no se pueden renovar, la gente más 
calificada que tiene el país -que ha ido al MERCOSUR- dentro de muy poco no podrá seguir trabajando y no 
tenemos mecanismos de contratación posibles, a menos que generemos las herramientas. He ido a plantear 
esto a las autoridades y el único mecanismo real que tengo para seguir contando con esa gente es la Comisión 
de Apoyo. 


En ese sentido, ¿cuál fue el concepto que manejamos en el ámbito de la Dirección General de Salud y que 
reprodujimos con las distintas Direcciones Generales del Ministerio de Salud Pública? Consideramos que el 
Director General debía tener determinada retribución que implicaba cierta dedicación -después discutiremos 
los detalles-, que un Director de División de la Dirección General de Salud debía cobrar otro tipo de 
retribución, que un Director de Departamento, que controla todo el mutualismo y asume toda la parte de 
control de calidad, debía contar con la retribución correspondiente, y de acuerdo con eso, los técnicos debían 
tener su nivel de retribución por una dedicación de seis a ocho horas, es decir, ocho horas los Jefes de 
Departamento y los Directores de División, y seis horas los otros técnicos. Entonces, de acuerdo con esta 
modalidad, fuimos armando una pirámide de funcionamiento para ir acompasándola con las herramientas que 
tenemos disponibles. 


Lo que dice el señor Diputado Gallo Imperiale es muy cierto. Si se observa la pirámide salarial que tengo en 
la Dirección General de Salud, se puede apreciar que los mecanismos de compensación de los funcionarios 
son los siguientes. Es posible que haya un Director de Departamento que tiene un componente de Contrato 4- 
10 y el resto sea todo Comisión de Apoyo. También puede haber otro Jefe de Departamento con un cargo 
presupuestal más Comisión de Apoyo para tratar de ir llegando a los niveles adecuados de funcionamiento. 


Estamos haciendo un gran esfuerzo que, como dijo el señor Ministro, implica llamar gente, con todas las 
connotaciones que tiene en un entorno político decir a alguien que va a tener modificaciones en su tarea. Yo 
tengo gente que cobra pura y exclusivamente por Comisión de Apoyo; esos son los técnicos del Laboratorio 
Central de Salud Pública -gran tema polémico-, que hacen los estudios virológicos, bacteriológicos y 
entomológicos -control de dengue y otras enfermedades-, y logran que la evaluación de los productos 
sanitarios vaya en forma rápida y se haga, consiguiendo que los laboratorios autoricen productos nacionales o 
extranjeros rápidamente a fin de tenerlos en plaza y bajar los precios de la medicación en lo nacional. 


O sea que es verdad lo que dice el señor Diputado Gallo Imperiale. Me gustaría poner las cartas sobre la 
mesa y mirarlas. ¿Cómo condice que uno tiene ocho mil por acá y allá no tiene nada y que este otro, que está 
en el mismo lugar, tiene tres mil? Yo puedo garantizar que en ese esquema hemos hecho un gran esfuerzo y 
tratado de compaginar las herramientas que tenemos para contar con técnicos capacitados y profesionalizados 
que den un servicio de mucha más dedicación al Ministerio de Salud Pública y en actividades de 
complementación, tanto a ASSE como a las propias acciones normativas y de regulación que tiene el 
Ministerio. 


Es más: a partir del 1* de agosto, en un área estratégica del Ministerio perderemos un cargo técnico. Una 
Directora del Departamento de Elaboración de Productos, frente a la oferta privada de un cargo mejor y a la 
incertidumbre de todas esas herramientas cuyo futuro inmediato estamos manejando, se acaba de ir del 
Ministerio. O sea que en el área de medicamentos, en su jerarquía máxima, me quedó totalmente fuera una 
persona que habíamos entrenado y que había concurrido a perfeccionarse en sistemas de control de calidad en 
el extranjero. 


En varias instancias parlamentarias y no solo en esta Administración he dicho que el Estado tiene la 
obligación de seguir perfeccionando y creando reglamentaciones nuevas y marcos normativos adecuados 
para tener técnicos capaces y eficientes que, a su vez, tengan una dedicación al Ministerio de Salud Pública 
para cumplir sus roles. De lo contrario siempre seguirá habiendo deficiencias y seguiremos teniendo 
problemas. No se trata de un problema solo de esta Administración, sino también de las que vendrán en el 
futuro. 


SEÑOR PAOLILLO.- Como Director General de ASSE es de recibo manifestar que la Comisión de 
Apoyo es una herramienta imprescindible para la gestión de hospitales públicos, no solo para mi 
gestión, sino también para el que venga. Sin las Comisiones de Apoyo no pueden funcionar los 
hospitales públicos. 


Tal vez convenga precisar algunos datos. Hoy se hablaba de la contratación de la Comisión de Apoyo de los 
CTI. Al respecto debo decir que en el año 2000 ASSE contrataba camas de CTI por un valor de casi 

US$ 15:000.000 mientras que en este momento la contratación no llega a US$ 3:000.000, licitación pública 
mediante. En 2003, ASSE utilizó 65.000 días cama de CTI en todo el país, tanto de adultos como de niños. 
De esos 65.000 días cama, 50.000 los provee el sistema de CTI público -en Montevideo e interior, de adultos 
y de pediatría- y 15.000 se contratan. 


O sea que creo que la herramienta es imprescindible. En este momento, no me podría imaginar los hospitales 
públicos -las puertas de emergencia, los servicios especializados de CTI, de imagenología y los laboratorios- 
sin la Comisión de Apoyo. Tampoco podría imaginarme las guardias de retén del interior sin el instrumento 
de la Comisión de Apoyo. Todos sabemos qué era lo que estaba pasando cuando surgieron las guardias de 
retén del interior, a iniciativa del doctor Amorín: el cirujano de guardia del hospital cumplía las veinticuatro 
horas de trabajo en la semana. ¿Y las guardias de la tarde y de la noche? Entre los dos o tres cirujanos de la 
ciudad se repartían la cobertura de la urgencia. Es decir que el avance que ha posibilitado la Comisión de 
Apoyo para cubrir las necesidades asistenciales es inestimable. A veces, a la gente que no conoce el interior o 
que no es médico le cuesta imaginar una guardia de retén. Puedo hablar del hospital de Durazno, que conozco 
bien. Allí hay tres cirujanos de retén, es decir que cada uno está diez días de guardia. ¿Cuántos cargos 
deberíamos tener si no les pagáramos por guardias de retén? Uno por día. Nuestros cargos son de veinticuatro 
horas. Esta salvedad hay que hacerla. 


Creo que el señor Diputado Gallo Imperiale y los demás integrantes de la Comisión comparten la 
fundamentación de la Comisión de Apoyo y tiene que quedar asentado porque se habla de que este 
instrumento se ha desvirtuado. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- No en ese sentido. 


SEÑOR PAOLILLO.- Creo que es buena la precisión. Me tocó participar en la negociación del ajuste 
salarial de 2003, a fines de diciembre, con todos los médicos incentivados, con el Sindicato Médico, con 
FEMI, con la Sociedad Anestésico Quirúrgica, con la Sociedad de Ginecología y Obstetricia y con la 
Sociedad de Radiología, y todos coincidimos en el mecanismo de Comisión de Apoyo. 


Ahora quiero referirme a un tema que se cuestionó, vinculado a la multiplicidad de cargos en Comisión de 
Apoyo. Conviene precisar que, según palabras del Gerente de la Comisión de Apoyo -consta en el acta de la 
reunión del 7 de julio-, se está realizando la depuración del padrón de profesionales, dependientes y de todos 
aquellos que no han trabajado en la Comisión de Apoyo en los últimos doce meses, dado que la última 
depuración es anterior al año 2000, por lo que a veces figuran en la lista profesionales que no cumplen 
ninguna tarea en Comisión de Apoyo a pesar de que no tengan contrato. 


En este sentido, me voy a referir a mi situación personal. En una información errónea de prensa, se 
manifiesta que el doctor Paolillo tiene más de un cargo en Comisión de Apoyo. Yo solo tengo el cargo de 
Director General de ASSE, pero figuré en una lista porque realicé retén hasta el año 2000. Según consta en 
actas de la reunión del 7 de julio de la Comisión de Apoyo, nunca queda claro que no tengo contrato de retén 
ni he generado honorarios como tal desde 2000 a la fecha. Esto es importante porque ha provocado cierta 
confusión. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Vale la aclaración porque en el listado que me envió el señor Ministro 
de funcionarios de Comisión de Apoyo, el doctor Paolillo figura con dos contratos, uno de retén, y otro 
de ASSE. 


SEÑOR PAOLILLO.- Con respecto a la situación que mencionaba el señor Diputado Gallo Imperiale, 
quiero señalar que a veces existen contratos de retén. Por ejemplo, se da la situación de un médico que 
está en San Carlos y en Maldonado; tiene dos contratos y cumple dos funciones diferentes. Lo que 
nosotros decimos es que a partir del 24 de marzo no se dieron más estas situaciones, pero las que ya 
estaban generadas no las podemos modificar; las que hubo se dieron en el ámbito privado. La 
Comisión de Apoyo contrató. Además, ahora, con el Plan de Invierno, la disposición del 24 de marzo la 
tuve que levantar; estoy permitiendo que sean contratados médicos pediatras para cubrir las 
necesidades asistenciales de las setenta camas más que tenemos en el Hospital Pereira Rossell. Ese es el 


instrumento con el que tenemos que contar porque los contratos van a ser por noventa días y cesarán; 
de repente, sus nombres quedan en alguna lista. Esa situación es la que permite la flexibilidad de la 
gestión hospitalaria; si no tenemos contratos, no podemos convocarlos como suplentes porque el 
Tribunal de Cuentas solicita que tengamos los contratos de los profesionales que realizan las 
suplencias. Puede darse el caso de que una persona esté contratada pero no haya sido convocada en los 
últimos doce meses. Esas son las cosas que debemos tener en cuenta con respecto a esta herramienta, 
que muchas veces nos inducen a error. 


Nosotros desde el 24 de marzo planteamos que no se realizara más de un contrato en Comisión de Apoyo. 
Con los anestesistas se da una situación que ya fue planteada en la Sociedad de Anestesistas. Se da el caso de 
un anestesista que tiene un cargo en el Hospital Maciel y otro de suplente en el Hospital Pereira Rossell. 
Entonces, ¿qué hago? ¿Suspendo la coordinación? ¿No le permito trabajar? También algunos médicos tienen 
contratos por suplencias en tres o cuatro lugares, pero de pronto no son convocados por ninguno de esos 
lugares. 


Estamos de acuerdo con avanzar en la estructura y en la organización de los cargos, pero también tenemos 
esas dificultades. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- Sobre los sueldos complementarios vamos a 
volver a hablar porque el informe del Tribunal de Cuentas, en dos o tres lugares, hace mención a la 
duplicación de remuneraciones. 


Si no me equivoco, el informe del doctor Delpiazzo, que leyó el señor Diputado Gallo Imperiale, es del año 
1998. Ese informe, de la manera en que fue leído, está fuera del contexto de la normativa vigente de las 
Comisiones de Apoyo. El informe del profesor Delpiazzo avala el Decreto N” 289 de 1998, que establece que 
las personas que estaban trabajando por arrendamiento de servicio en la Comisión de Apoyo pasan a ser, 
obligatoriamente, dependientes y se les reconocía la calidad de funcionarios públicos. Por tanto, es lógico que 
si son dependientes y funcionarios públicos, no pueden tener dos cargos públicos. 


Ese informe hace referencia a que, posteriormente, por el Decreto N* 193 de 2000 se deroga el anterior y se 
vuelve a la filosofía de persona jurídica de Derecho Privado que firma contratos de arrendamiento de 
servicios. 


Por otro lado, se dice que se paga un sueldo complementario con respecto a lo que presupuestalmente se 
indica. En el presupuesto de Salud Pública, los cargos y funciones han quedado atrás en el tiempo. Los cargos 
presupuestales del Ministerio de Salud Pública no han acompañado la realidad. Por lo tanto, de acuerdo a la 
especialización de la medicina, hay una cantidad de funciones que actualmente existen en los hospitales que 
no son recogidas por aquellos cargos. De manera que por aquel cargo de Salud Pública se paga una parte del 
trabajo, y a las funciones nuevas se las contrata como arrendamiento de servicio o cuando se le agregan 
funciones a un funcionario se le incentiva por Comisión de Apoyo; esa es la naturaleza jurídica del incentivo. 


Voy a realizar otra precisión con respecto a lo que manifestó el señor Diputado Gallo Imperiale. El Decreto 
N* 280 de 2004, en su artículo 14, de alguna manera recoge una realidad que se daba desde 1990. El 

artículo 5” del Decreto N* 189 de 1990, que es el que establece los cometidos de la Comisión de Apoyo, dice: 
"Las Comisiones de Apoyo tendrán los siguientes fines [...] y en tal sentido procurará [...]". En su literal e) 
dice: "Establecer y ejecutar programas culturales para la difusión de normas sanitarias entre la población". 
Esos son parte de los cometidos de la Dirección General de la Salud, en cuanto a la divulgación de normas 
sanitarias. El literal f) dice: "Colaborar con la Dirección de la Unidad Ejecutora en todo aquello que esta le 
solicite o que el Ministerio de Salud Pública solicite, o que el Director General de ASSE lo solicite". De 
manera que el artículo 14 del Decreto N* 280 de 2004 da una mayor precisión a los literales e) y f) del 
artículo 5” del Decreto N* 189 de 1990, pero no innova nada, simplemente interpreta mejor una realidad. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Quisiera saber si el señor Subsecretario considera que la 
interpretación que hace puede abarcar a funcionarios tanto de la Dirección General de Secretaría 
como de la Dirección General de la Salud que tengan cargos de Secretaría. No entiendo cómo ese tipo 
de cargos pueden ser incentivados con ese criterio. No entiendo cómo un secretario o un asesor de 
prensa, según mi criterio sobre gestión hospitalaria, pueden influir sobre eso. 


SEÑOR SUBSECRETARIO de SALUD PÚBLICA.- Todas las campañas publicitarias que hace el 
Ministerio de Salud Pública y todas las Unidades Ejecutoras, tanto ASSE como los hospitales, son 
coordinadas por ese Director de prensa. Cada Unidad Ejecutora, en ocasión de inaugurarse un 
servicio, una obra, de instalarse un equipamiento, de divulgarse entre la población del medio 
determinada información, no puede contar con un departamento de prensa, porque si se duplican 
funciones, se es ineficiente. Como la Comisión de Apoyo apunta, fundamentalmente, a la eficiencia, lo 
que se hace es concentrar la tarea. Entonces, las personas vinculadas a la Unidad de Prensa del 
Ministerio también se ocupan de la prensa de todos los hospitales y coordinan campañas con la 
Dirección General de la Salud, por ejemplo, de dengue, de SIDA y otra cantidad enorme de cosas que 
están dentro de los cometidos de las Comisiones de Apoyo, al amparo de lo que acabo de leer del 
Decreto N” 189 de 1990. 


En lo personal, creo que esto es completamente legal. No lo digo porque sí, sino porque hemos hecho las 
consultas correspondientes y así han opinado juristas de relieve como el profesor Plá Rodríguez y el doctor 
Gonzalo Aguirre; en su concepto el marco jurídico es correcto, adecuado y legal. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Para nosotros queda claro que la acción va más allá de 
lo estrictamente intrahospitalario. El señor Diputado me pregunta ¿cómo es posible que esté 
incentivado un encargado de prensa? En ese caso es hasta más fácil de explicar porque, según el 
Decreto N” 189/90, entre las funciones de la Comisión de Apoyo se encuentra la de establecer y ejecutar 
programas que permitan afianzar las normas sanitarias en la población. ¿Quién hace la campaña del 
dengue? ¿Quién hace la campaña de vacunación? ¿Quién hace la campaña sobre este tema de la 
bacteria? Son cosas que hacen al funcionamiento no solo de los hospitales sino de la salud pública toda. 


A nuestro entender, cuando dice que también es función de las Comisiones de Apoyo contribuir para 
establecer y ejecutar programas que permitan afianzar las normas sanitarias en la población -no ya decir que 
el Ministerio puede encargarle porque sí, no más, porque el Ministerio también está autorizado a pedir: 
"Apóyeme para poder tener un servicio"-, eso no es hacer propaganda, sino que necesitamos 
permanentemente ese servicio para las campañas del SIDA, de vacunaciones, del dengue y de todo el 
problema que desgraciadamente hoy tenemos con esta bacteria resistente. Como no teníamos cómo pagarlo, 
no teníamos cómo contratarlo -es lo que explicó el doctor Estol-, tuvimos que recurrir a la Comisión de 
Apoyo. 


Yo también entiendo, como el señor Diputado, que se deben hacer contrataciones así solo cuando es 
realmente imprescindible, y a eso queremos tender. Pero en este caso ese tipo de contrataciones no solo era 
un gasto que ya venía asignado así desde antes, sino que no teníamos cómo pagarlo de otra manera y lo 
necesitábamos. En mi opinión, este gasto fue hecho adecuada y razonablemente. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- La constatación N” 3 del Informe del Tribunal de 
Cuentas dice: "No se realizan las retenciones correspondientes al Impuesto a las Retribuciones y 
prestaciones de los honorarios profesionales universitarios". Con relación a esto, según la Carpeta 
N* 201184, de estados contables de la Comisión de Apoyo, que el 4 de mayo de 2004 entró al Tribunal 
de Cuentas con el número 97, en ella se presentó un escrito justificando la legalidad del procedimiento 
seguido por la Comisión de Apoyo respecto al Impuesto a las Retribuciones, que fue aceptado por el 
Tribunal de Cuentas constando tal hecho en que en el dictamen del Tribunal de Cuentas 3312/04, del 
18 de junio de 2004, no se menciona que existe irregularidad al respecto. El informe correspondiente 
fue especificamente tratado por el contador Gancio del Tribunal de Cuentas. 


Reitero que en cuanto a la constatación N* 3 se presentó el escrito correspondiente ante el Tribunal de 
Cuentas, el que entendió justificada la legalidad del procedimiento respecto del Impuesto a las Retribuciones 
Personales, fue aceptada la justificación y en el oficio 3312/04 no se menciona más. De todo lo que digo 
existe documentación y, además, el contador Gancio tiene los informes jurídicos, tanto el que presentó la 
Comisión de Apoyo como el que elevó Jurídica del Tribunal de Cuentas. 


El punto N* 4 de las constataciones vuelve a hablar de la yuxtaposición de horarios con el Ministerio de 
Salud Pública. En la actualidad no se contratan personas para desempeñar una función en un mismo horario, 
pero las realidades anteriores se deben respetar por los derechos adquiridos. ¿Qué implicaría el 


desconocimiento de los derechos adquiridos? En principio, hay consecuencias de tipo económico, de 
reclamaciones jurídicas; eso llevaría a desfinanciar la Comisión y perder la herramienta, además de las 
razones de servicio, como señalaba el doctor Paolillo. 


Creo que actuar precipitadamente haría retroceder a los hospitales diez o quince años en su gestión. 


En cuanto a que del examen de los contratos surge que a igual cargo no siempre corresponde el mismo valor 
hora, existiendo a su vez tal variedad de situaciones que dificultan su control, si uno mira aisladamente la 
Comisión de Apoyo, efectivamente a igual cantidad de horas no existe la misma remuneración hora. Si 
consideramos la Comisión de Apoyo más lo que se cobra de sueldo por Salud Pública, tenemos que todos los 
profesionales cobran el mismo valor hora por igual función. ¿Cómo se hace eso en la práctica? La Comisión 
de Apoyo tiene funcionarios públicos y, a su vez, funcionarios privados en régimen de arrendamiento de 
servicios. Cuando el funcionario es puramente privado, el valor hora completo se lo paga la Comisión de 
Apoyo. Cuando el funcionario es público tiene, además, la calidad de privado porque hay un contrato de 
arrendamiento y cobra un incentivo por Comisión de Apoyo. La suma de los dos importes dividido entre la 
cantidad de horas, da exactamente el mismo valor que el que cobra el funcionario puramente contratado por 
la Comisión de Apoyo. Esta es otra de las constataciones que habiéndose explicado en el Tribunal de Cuentas 
fue asimilada. Con esto quiero decir que dos personas que realizan la misma función perciben la misma 
remuneración. ¿Cómo es posible? Por lo mismo que explicaba el doctor Estol. El que es Comisión de Apoyo 
puro recibe todo por Comisión de Apoyo; el que además tiene un sueldo básico del Ministerio de Salud 
Pública recibe una parte de sueldo por el Ministerio y el complemento, el incentivo, por Comisión de Apoyo, 
pero están los dos en un mismo nivel de remuneración. Por supuesto que si miro aisladamente, me va a 
parecer que Comisión de Apoyo cobra distinto, pero no es así. 


Las constataciones Nos. 5, 6 y 7 del informe del Tribunal de Cuentas hacen recomendaciones que son 
relativas a la formalidad de la documentación respaldatoria de la relación laboral de arrendamientos de 
servicios. A la fecha todas ellas han sido corregidas; no existen más. Me refiero tanto a la redacción de las 
facturas en lo que respecta a su concepto así como a la correcta especificación de sus importes y al hecho de 
que sean comprobantes que cumplan con lo establecido por la DGI para la correcta documentación de 
operaciones en lo que se refiere al pie de imprenta y al vencimiento. Todo eso ha sido corregido; estas 
constataciones ya no existen. 


La constatación N* 8 marca la realidad de la Comisión de Apoyo. Hay funcionarios que son puramente 
Comisión de Apoyo y otros que, además, revisten la calidad de funcionarios públicos. Eso se da 
prácticamente por mitades, y se hace una estratificación en función del monto cobrado. La constatación N* 8 
informa sobre un hecho que ha sido mencionado con anterioridad y que no tiene nada de irregularidad, sino 
que simplemente es una constatación de la persona jurídica de Derecho Privado Comisión de Apoyo. Para 
ella trabajan, tanto el personal que no tiene vinculación funcional con el Ministerio como el personal que 
reviste la calidad de funcionario público y, por lo tanto, coexiste la doble calidad de funcionario público y 
privado. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Tal vez sea necesario aclarar con más precisión en la Comisión el 
tema de las remuneraciones globales. Si bien el señor Subsecretario decía que cuantitativamente no 
influye, sí se establecen algunas diferenciaciones o topes de sueldos que resultan realmente llamativos. 


Quisiera saber cuáles son los funcionarios que cobran entre $ 45.000 y $ 55.000 y cuál es el funcionario que 
cobra $ 55.111, porque eso hace al análisis de lo que estamos planteando con respecto a la posibilidad de que 
existan determinadas situaciones a través del manejo de ciertas compensaciones o sueldos. Esta inquietud 
tiene que ver con los profesionales -y es la que me interesa, fundamentalmente- pero, a la vez, quisiera saber 
cuáles son los no profesionales que están cobrando sueldos mayores de $ 25.000. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- Como es obvio, el señor Diputado debe saber que 
nosotros no podemos manejar información de carácter personal respecto de retribuciones porque, de 
alguna manera, estaríamos pasando por encima de las garantías individuales. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- ¿Tampoco pueden decir el cargo? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- Sí. Ese nivel de remuneración de $ 55.111 
corresponde al cargo de Director Administrativo de ASSE, quien tiene la remuneración más alta, y es 
también quien administra el 92% del presupuesto del Ministerio de Salud Pública-ASSE. El es quien 
tiene a su cargo la parte administrativa y financiera de las sesenta y cuatro Unidades Ejecutoras y es 
responsable de los diecisiete mil quinientos funcionarios de ASSE, o sea, de la parte de recursos 
humanos y, como dije, también del manejo financiero del 91% o 92% del presupuesto total del 
Ministerio, que es el que corresponde a ASSE. 


SEÑOR BIANCHI. La cifra referida es el total de la retribución de esa persona, pero tengo entendido 
que ahí está incluido el IVA. Es decir que lo que percibe líquido es mucho menos que eso. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- Esa es la remuneración total. 


SEÑOR BIANCHI.- Debemos tener en cuenta que se trata de una persona que, como decía el señor 
Subsecretario, maneja $ 4.500.000.000 por año de los $ 5.000.000.000 correspondientes al presupuesto 
del Ministerio. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- La aclaración que hace el señor Diputado 
Bianchi es muy importante porque omití decir que ese valor es el nominal total, al que hay que restar 
los impuestos correspondientes, con lo cual la remuneración disminuye sensiblemente. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Como en el caso del resto de los funcionarios. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- Exactamente, como el resto de los funcionarios, 
pero quiero resaltar que se trata de un funcionario de una empresa muy importante, con diecisiete mil 
quinientos funcionarios, que maneja más de $ 4.000.000.000 al año, que tiene dedicación total en el 
Ministerio y no hace falta decir que en la actividad privada y en la pública un nivel de remuneración 
bruto de ese importe y líquido de $ 40.000 es más que razonable y justificado. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Creo que a la luz de lo que se ha comentado sería lógico que en 
determinado momento no sea a través de este mecanismo que haya que compensar determinadas 
jerarquías, sino a través de una reestructura y un presupuesto adecuado. De lo contrario, este tipo de 
situaciones seguirán dándose; no me refiero a este caso que uno puede justificar por razones obvias, 
sino a situaciones que no resultan normales. Lo normal sería que hubiera una escala jerárquica 
administrativa y que, en definitiva, este sueldo no se conformara de esta manera sino teniendo en 
cuenta el presupuesto. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- Totalmente de acuerdo. 


Voy a referirme a las constataciones 9, 10 y 11 del Tribunal de Cuentas que refieren a que existirían contratos 
sin firmar pese a haber transcurrido casi un año de la fecha de su celebración, que no existe un control 
permanente sobre los contratos de arrendamiento de servicios, que la información no está organizada de 
forma tal que en cualquier momento se pueda acceder rápidamente a ella y que en los contratos de 
arrendamiento de servicios para los cuales se estipula un precio tope, este es hasta de un importe equivalente 
al valor hora multiplicado por 24. Podemos decir que sobre la documentación o contratos de trabajo que 
vinculan la relación laboral es importante destacar que durante el año 2003 se han regularizado todos los 
contratos y ya no quedan situaciones de contratos sin firmar. El 100% de los contratos están firmados. 
Asimismo, se ha procedido a la realización de un legajo por cada funcionario; se trata de seis mil 
funcionarios, pero durante el año 2003 estos dos tipos de situaciones se corrigieron. 


En lo que refiere a los contratos firmados por importes que tomaban en cuenta el máximo que se podía 
cobrar, también fueron reformulados porque el Tribunal de Cuentas hacía la salvedad de que la factura del 
arrendamiento de servicio no coincidía con lo que decía el contrato y lo que sucede es que el contrato se 
hacía por el máximo del valor por el que el profesional podía trabajar y, naturalmente, no llegaba al máximo 
todos los meses. 


Todo lo que se ha hecho ha sido en estricto contacto con el Tribunal de Cuentas, el que está al tanto del 
esfuerzo administrativo realizado y así lo ha manifestado en informes que obran en poder de la Comisión. 


Me gustaría explicar por qué de alguna manera se desordenó la documentación laboral. El Decreto N* 289, 
del 22 de octubre de 1998 establece el carácter de dependiente en régimen de subordinación de todos los 
contratados por las Comisiones de Apoyo. Este hecho hizo que a partir de allí no fuera necesario renovar 
contratos pues todos revestían la calidad de dependientes. A raíz del Decreto N* 289 todos los contratados 
pasan a ser dependientes, de manera tal que los contratos de arrendamiento de servicios no se renuevan. 


Con posterioridad, el Decreto N* 193, del 4 de julio de 2000, revoca el Decreto N* 289 y se vuelve a la 
situación anterior en la cual sí se podían realizar arrendamientos de servicios, no con carácter de 
dependientes en régimen de subordinación, sino como contratados. En la cantidad de contratos que existía, 
que eran aproximadamente 3.000 o 4.000, la renovación no se hace en forma automática, sino que quienes se 
vieron beneficiados al pasar a ser dependientes en régimen de subordinación -que implica tener derecho al 
cobro de la licencia, aguinaldo y salario vacacional, lo que en cambio no genera un contrato de 
arrendamiento de servicio- pidieron asistencia jurídica e hicieron las reclamaciones del caso. Reclamaron 
hacia atrás luego del Decreto N* 289 la diferencia por licencia, aguinaldo y salario vacacional no pago, 
porque si tácitamente un decreto les está dando la calidad de dependientes, pueden ir y reclamar hacia atrás. 
Eso generó reclamaciones que hasta el día de hoy se están sustanciando en la Justicia y son verdaderamente 
importantes; estamos hablando de US$ 1:000.000, o bastante más. Reitero que hasta el día de hoy se están 
dilucidando estas contrataciones en la justicia laboral. Por este motivo, quienes estaban deduciendo sus 
derechos en un proceso jurisdiccional en la justicia laboral no aceptaban firmar los contratos, porque si yo 
firmo el contrato, de alguna manera estoy aceptando que mi relación no es esa sino esta otra y, 
concomitantemente con eso, estoy haciendo un juicio a la Comisión de Apoyo. Era reconocer lo contrario a 
lo que reclamaban en la justicia laboral; y ese es el verdadero motivo del atraso en la firma de los contratos. 
Hoy tenemos todos los contratos firmados. La situación se ha corregido, pero quiero que se entienda que es 
muy trabajoso, porque estamos hablando de más de 3.000 contratos de arrendamiento de servicios. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Como comentario al margen que vale la pena hacer, 
quiero decir que los juicios ya sustanciados con sentencia firme en contra de la Comisión de Apoyo los 
hice negociar, todos ellos, llevándolos a veinticuatro meses sin intereses, en lugar de tener que pagarlos 
todos juntos, lo cual era realmente imposible. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- En cuanto a la constatación de que hay 
funcionarios que desempeñan tareas en más de un centro hospitalario, contratados para distintos 
cargos y, a su vez, que hay funcionarios que desempeñan distintos cargos en un mismo lugar, creo que 
el doctor Paolillo fue explícito. 


En lo que tiene que ver con las planillas de control de asistencia del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, que es el punto 13, esta es una realidad fáctica y jurídica, ya que los horarios son efectivamente 
rotativos. Entonces, en la planilla de trabajo deben estar registrados como tales. Es verdad que esto dificulta 
el control, porque si tengo un horario rotativo es mucho más complicado de controlar que un horario fijo, 
pero los horarios son efectivamente rotativos. Establecer lo contrario sería fraguar la realidad y la legalidad. 


De las Comisiones de Apoyo locales ya hablamos. 


Ahora me quisiera concentrar en las conclusiones y recomendaciones. Lo que hacen las conclusiones y 
recomendaciones en un informe a la Administración que acompaña un dictamen de auditoría es, de alguna 
manera, extraer de las constataciones aquellas que parecieron más importantes, lo que debería regularizarse o 
lo que debería aclararse primeramente. 


Con respecto a la yuxtaposición de horarios, ya he mencionado que esta situación hoy está corregida hacia el 
futuro. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Este es un tema a futuro, pero quisiera saber cómo se compatibiliza 
mantener la legalidad de la situación para atrás. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- Desde marzo hacia delante la situación está 
corregida. Desde marzo hacia atrás, la importancia que tiene radica en las posibles consecuencias por 
el hecho de desconocer los derechos adquiridos por la relación laboral en el contrato de trabajo. Esto se 
sustenta legalmente por derechos adquiridos, pero no solo es el hecho de desconocerlos, sino que 
implicaría, en algunos casos, el desconocimiento de convenios laborales vigentes, lo que traería 
aparejada una peor solución al problema que tenemos. En este caso, sería peor la solución que el 
problema. 


En cuanto a los incentivos, según surge del informe de los doctores Plá Rodríguez y Aguirre, está ínsito en la 
naturaleza misma de la creación de las Comisiones de Apoyo. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Con respecto a este tema, puede haber una opinión formada en 
cuanto al asesoramiento que el Ministerio ha tenido, pero sobre la interpretación que hace el Tribunal 
de Cuentas, es evidente que hay una incompatibilidad. Acá se dice que no corresponde que el personal 
dependiente de ASSE cobre a través de esta Comisión sobresueldos o incentivos por diferencia de 
escalafón que correspondan al cargo que desempeñan en el Ministerio de Salud Pública. Es muy claro 
con respecto a eso. Entonces, quisiera saber si ustedes también tenían la opinión, por ejemplo, de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil con respecto a este tema, si es que corresponde, y no solamente de la 
asesoría que ustedes tuvieron por parte de los doctores Aguirre y Plá Rodríguez, porque evidentemente 
hay una incompatibilidad -según lo entiendo yo- entre esto que dice el Tribunal de Cuentas y lo que 
ustedes están manejando con su asesoría. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- Reitero que no se cobra por diferencia de 
escalafón, porque no son funcionarios públicos, no son dependientes. Es un incentivo de una persona 
jurídica de derecho privado, pero admite dos lecturas; no hay problema. 


En cuanto al Impuesto a las Retribuciones Personales, la Carpeta N* 201.184 de alguna manera deja la 
constatación que hace el Tribunal de Cuentas como corregida. 


En lo referente a los contratos de arrendamiento y a las facturas de honorarios, ya se corrigieron todos. 


En lo que respecta a las planillas de asistencia refrendadas por los Directores de Servicio, dicha 
recomendación fue puesta en práctica y, a la fecha de elaboración del informe, ya habían sido corregidas. 


Todo cuanto se ha hecho es en permanente contacto con el Tribunal de Cuentas, buscando el 
perfeccionamiento en lo que refiere a los procesos administrativos de la Comisión. Y han sido corregidos 
porque es el Tribunal de Cuentas el que autoriza la liberación de las partidas para afrontar las seis mil 
liquidaciones. Por lo tanto, cuando el Tribunal de Cuentas observa y recomienda, y esas recomendaciones no 
son seguidas, no se liberan las partidas. Todas estas recomendaciones han sido tomadas en cuenta y las 
conclusiones, de alguna manera, han sido levantadas. 


A modo de resumen, quiero expresar dos o tres ideas fundamentales. 


En primer lugar, como dijimos al principio, la Comisión de Apoyo es la única herramienta con la que se 
cuenta para gestionar los recursos humanos de manera eficiente. Eso es lo que ha permitido procesar los 
cambios necesarios para mejorar la gestión de los hospitales y de sus servicios, y para hacer funcionar a los 
hospitales en los últimos diez o quince años sin incrementar desproporcionadamente su presupuesto. Agrego: 
no solo se ha hecho funcionar los hospitales sin incrementar desproporcionadamente sus presupuestos, sino 
habiendo bajado a valores constantes la carga presupuestaria de la salud y habiendo agregado a los hospitales 
mayor cantidad de servicios que los que tenían hace diez o quince años. Eso no es mérito de esta 
Administración sino de una cantidad de Administraciones anteriores que hicieron posible una mejora 
continua de los hospitales. 


La segunda precisión que quiero hacer es en cuanto a la legalidad de las Comisiones de Apoyo; como 
personas jurídicas de Derecho Privado se las faculta a realizar lo que hacen, tal como se desprende de los 
informes jurídicos que hemos mencionado. En lo que tiene que ver con el manejo de los fondos públicos, se 
realiza con total garantía, dando cumplimiento a todas las normas que lo regulan y que están en el TOCAF, 
que son las declaraciones juradas y los informes de revisión limitada; la legalidad del gasto está asegurada. 


En tercer lugar, específicamente respecto a esta Administración, ha trabajado durante el 2003 en la 
presentación y aprobación de los tres últimos ejercicios: el del 2000 -sin observaciones-, 2001 y 2002, así 
como en la redacción e implementación del Decreto N* 280 del 2004, que tiene como objetivo ordenar 
administrativamente las Comisiones de Apoyo locales, realizando un proceso continuo de mejora 
administrativa y teniendo presente en todo momento los aspectos jurídico laborales, los derechos adquiridos 
y las consecuencias funcionales de procesar cambios en forma precipitada. Creo que en esta gestión hemos 
administrado la Comisión de Apoyo con el criterio del buen hombre de negocios, del buen padre de familia; 
hemos atendido todo lo que se nos ha solicitado. 


Eso es todo cuanto tenía para decir en relación a las Comisiones de Apoyo. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Una breve reflexión final, porque queremos actuar con lealtad en el 
sentido de cómo vemos este problema. Creo que ha sido un informe muy bueno, excelente y 
pormenorizado y lo valoro. Me parece buena cosa que se haya hecho este informe, que ha tocado todos 
los aspectos. Admito que ustedes tienen firmeza en cuanto a las decisiones que han tomado con 
respecto al manejo de las Comisiones de Apoyo. 


Queda bien claro que no estamos cuestionando el objetivo fundamental de las Comisiones de Apoyo, que es 
la mejora de la gestión técnico asistencial de los hospitales. Para eso fueron creadas; apuntan a los objetivos 
que tiene este Ministerio. 


Pero tengo que decir con total sinceridad que no comparto el criterio que han querido demostrar en cuanto a 
que la gestión técnico asistencial de los hospitales tiene que ver con ese objetivo inicial, cuando se intenta a 
través de este decreto determinar que la Dirección General de Secretaría y la Dirección General de la Salud 
tienen que ver en la gestión directa. Considero que va contra el artículo 396 de la Ley_N” 16.326. 


Considero que está muy cuestionada la legalidad de las compensaciones e incentivos de los sueldos, aunque 
puede haber otra interpretación. Yo me estoy afiliando a esa interpretación que está avalada por la conclusión 
que hace el Tribunal de Cuentas en el sentido de que no corresponde al personal dependiente de ASSE el 
cobro de incentivos. Además, cualquier decisión en ese aspecto es de orden presupuestal y, en ese sentido, 
somos críticos con respecto al criterio que está manejando el Ministerio. 


Vamos a analizar este tema a efectos de decidir qué pasos vamos a dar. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Agradecemos la oportunidad de poder explicar por qué 
hacemos las cosas. De más está decir que estamos enteramente a la orden para complementar 
información que cualquier miembro de la Comisión pueda pedirnos. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- Ahora voy a referirme al criterio de provisión de 
cargos denominados de alta prioridad, según el artículo 29 del TOFUP; es el artículo 47 en la edición 
del 2002, relativo a los contratos de alta prioridad. 


El artículo 47 del TOFUP crea el programa que el Poder Ejecutivo aplicará para la contratación de técnicos 
nacionales o extranjeros para desempeñar funciones de alta especialización y prioridad. El artículo 48 
establece la nómina de funciones comprendidas en este régimen. Eso explica que el contrato de alta prioridad 
en sí no sea definido por el TOFUP. La enumeración de quiénes son los contratados por alta prioridad 
sustituye al concepto. Hay un corolario particular: el concepto de contratación de alta prioridad debe 
extraerse de la totalidad del capítulo, de los artículos 47 al 54. Una consecuencia general es que los conceptos 
sobre los cuales debe emitirse alguna de las calificaciones expresamente autorizadas, permitidas o prohibidas 
deben sistematizarse, armonizando todas las normas aplicables al caso. En el Ministerio de Salud Pública 
tenemos ocho contratos de alta prioridad. Lo definimos de la siguiente manera: el contrato de alta prioridad 
es el que se aplica para designar técnicos nacionales o extranjeros con capacidad muy especialmente 
evaluada, a efectos de desempeñar en el Estado, con incompatibilidad de otras tareas rentadas, un total de -en 
el caso nuestro- doce o quince Direcciones, Subdirecciones o Gerencias especialmente sensibles, cuya 
nómina surge del artículo 48 del TOFUP. Los contratos son por términos anuales y las renovaciones no 
pueden exceder el período de Gobierno. Esa sería la definición del contrato de alta prioridad. 


El otro componente de este contrato hace a la remuneración competitiva con la del mercado laboral para 
niveles de requerimiento equivalentes, cuyos montos -según el artículo 53- serán preestablecidos o no si hay 
llamado público, o se acuerdan directa o posteriormente; es el artículo 50, inciso 6 b. De manera tal que la 
ecuación del contrato de alta prioridad se integra, por una parte, con trabajo de alto nivel y dedicación total y, 
por otra, con remuneración competitiva con la del mercado laboral para requerimientos equivalentes. 


Esto obedeció a una filosofía del Derecho Administrativo que en este momento no vale la pena reseñar. La 
línea dispuesta es abrir las jerarquías a funcionarios de especial confianza no política sino técnica. Esto se 
hizo como respuesta a una realidad; el Estado entendió que necesitaba tecnificarse tanto como la empresa 
privada y, como contrapartida, autorizó a pagar sueldos especiales, ajenos al escalafón, competitivos con los 
del mercado laboral. 


Es importante resaltar que en estos contratos de alta prioridad estamos limitando la libertad de trabajo 
consagrada en la Constitución de la República en su artículo 36; y cuando se limita, se lo hace en forma 
específica, concreta, no pudiendo limitarla con carácter general bajo ningún concepto. 


Con posterioridad, el artículo 393 de la Ley_N* 16.736, del 5 de enero de 1996, incorporó a los contratos de 
alta prioridad dieciocho Directores Departamentales de Salud; los incorporó al régimen de contratación 
previsto por el artículo 7” de la Ley N* 16.320, pero disponiendo como limitación en su inciso final que no 
podrán desempeñar cargos directivos o gerenciales en instituciones prestadoras de servicios de salud. 


Esto modifica el régimen de dedicación total de las funciones de alta prioridad, puesto que deroga 
tácitamente la limitación contenida en el artículo 47 del TOFUP. Si decimos que estamos limitando la libertad 
de trabajo y que en el año 1996 se introducen dieciocho Directores Departamentales estableciendo que no 
pueden desempeñar cargos directivos o gerenciales en instituciones prestadoras de servicios de salud, tácita e 
implícitamente estamos derogando la limitación que existía sobre la libertad de trabajo. 


Además, cuando se establecieron estos contratos se fijaron niveles de retribución competitivos con los de la 
actividad privada. Cuando nacieron estos contratos se hablaba de remuneraciones de US$ 3.000 y US$ 4.000 
-y más también- para técnicos nacionales o extranjeros, y los criterios que se siguieron para fijar su 
remuneración se establecieron de acuerdo con lo que se cobraba en determinados cargos de consultoría 
internacional. Desde la creación del régimen de alta prioridad a la fecha, estos contratos han sufrido el 
deterioro de la moneda de cuenta, el deterioro de los importes. Actualmente, un contrato de alta prioridad 
como los que tenemos en el Ministerio de Salud Pública, implica poco más de US$ 800. Se rompe el 
sinalagma del contrato, la ecuación económica del contrato, porque no existe más la dedicación total 
conforme a una remuneración competitiva; la remuneración competitiva desapareció, se depreció por el mero 
transcurso del tiempo, aunque sí queda la dedicación total. Si se rompe la ecuación económica del contrato, 
no parece lógico que persista la limitación total a la libertad de trabajo. 


Los artículos 47 a 54 del TOFUP hablan de contratos de alta prioridad; el 55 crea un sistema de alta gerencia 
o especialización y el 56 establece el régimen de excepciones a la dedicación exclusiva, al amparo de lo 
dispuesto por el tercer inciso del Decreto N* 303, de 1996. Allí se establece que la dedicación exclusiva 
puede admitir excepciones para el desempeño de estas funciones de alta especialización, para el sistema de 
contratos de alta gerencia. La dedicación exclusiva podrá admitir excepciones en el caso de contrataciones 
altamente prioritarias que resulte imposible efectivizar bajo tales condiciones. 


Por lo tanto, el contrato de alta prioridad no admitía excepciones, pero sí el de alta gerencia. El contrato de 
alta prioridad limitaba la libertad de trabajo pero se rompió el sinalagma del contrato, se rompió la ecuación 
económica. Entonces, es de aplicación el sistema de alta gerencia. 


El motivo por el cual hacemos esta síntesis de los artículos 47 al 56 es porque el artículo 345 de la Ley 
N? 17.296, de 21 de febrero de 2001, facultó ampliamente al Ministerio de Salud Pública a realizar una 
reestructura. Particularmente, el inciso segundo de ese artículo indica: "[... Jestablecer un sistema de alta 
gerencia, alta especialización y prioridad u otro sistema igualmente idóneo, reasignando los créditos 
presupuestales correspondientes". 


Por lo tanto, hay una facultad legal; el artículo 345 de la Ley N* 17.296 faculta ampliamente al Ministerio de 
Salud Pública a realizar una reestructura; en particular, el segundo inciso indica que podrá establecer un 
sistema de alta gerencia, especialización o prioridad. 


La reestructura fue plasmada en el Decreto N* 460, de 27 de noviembre de 2001; aprueba la reformulación de 
la estructura organizativa de las Unidades Ejecutoras 01, 68 y 70. Dicha reestructura, habiendo modificado 
cargos, funciones y denominaciones, también modificó las limitaciones e incompatibilidades previstas en el 
artículo 7” de la Ley N” 16.320. ¿Qué es lo que ocurre? Cuando se practica la reestructura, los cargos que 
estaban estipulados como contratos de alta prioridad desaparecen; también cambian las funciones y las 
denominaciones. Por lo tanto, parece ilógico que habiendo cambiado todo persista la limitación al derecho de 
trabajo que está consagrada en la Constitución de la República. 


El régimen de alta gerencia que faculta el artículo 345 de la Ley N” 17.296 queda aprobado por la 
reestructura y por un decreto específico. 


Esa reestructura del Ministerio de Salud Pública se fue realizando durante los años 2000, 2001 y 2002. Con el 
CEPRE se discutió si había que cambiar la redacción -se mencionaba solamente a ASSE-, pero se entendió 
que no era necesario, ya que no es exclusivo. Se entiende que los Directores de ASSE necesariamente están 
comprendidos y no impide incluir a las Unidades 01 y 70. Entonces, se elaboró el decreto de la reestructura; 
dentro de esta se incluyeron las Unidades Ejecutoras 01 y 70 y se creó el sistema de alta gerencia. 


El fundamento de la creación del sistema de alta gerencia en Salud Pública se origina en la apreciación 
histórica de la situación de los cargos de Directores de Unidades Asistenciales. Fueron considerados 
alternativamente como cargos de carrera y de particular confianza. Ninguna de esas soluciones probó ser apta 
y se llegó a las encargaturas por nivel, muchas veces complementadas desde el punto de vista salarial con 
compensaciones tales como las pagadas por Comisiones de Apoyo, guardias de retén, etcétera. El objetivo era 
poder retribuir al Director con una sola partida, acorde con el volumen de trabajo, ligada al compromiso de 
gestión y con la posibilidad del funcionario de mantener en reserva su cargo anterior. 


Este es el fundamento por el cual se crea el sistema de alta gerencia, que también comprende a las Unidades 
Ejecutoras 001 y 070 del Ministerio de Salud Pública. Está relacionado con la dificultad que existía y que 
existe en el Ministerio de Salud Pública de poder contratar personas para el desempeño de los cargos de 
Directores de hospital con remuneraciones acordes a las que el mercado laboral pide al día de hoy. La 
posibilidad de crear un sistema de alta gerencia permitiría corregir, aunque sea mínimamente, esos cargos que 
hoy están complementados por la Comisión de Apoyo. A través de este mecanismo, se va a corregir la 
situación de las 150 personas que hoy mencionamos que había en la Comisión de Apoyo y de las 55 que 
había en ASSE, en su mayoría Directores de hospital. Se trata de un mecanismo de corrección parcial, pero es 
un sistema de alta gerencia. 


Quisiera leer el Decreto que opera la reestructura. 
SEÑOR GALLO IMPERIALE.- ¿De cuándo es el Decreto? 
SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- Es del 23 de Julio de 2004. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- O sea, de hace unos días. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- Sí. 


La idea es la siguiente. Existiendo un mandato legal para procesar una reestructura -el artículo 345 de la Ley 
N? 17.296-, habiéndose operado con posterioridad una reestructura hecha por el Decreto N* 460 de 2001, 
ahora existe la reestructura de los cargos y la creación del sistema de alta gerencia para el Ministerio de Salud 
Pública, creada al amparo del Decreto que voy a leer. 


El Decreto dice lo siguiente: "VISTO: lo establecido en el artículo 7” de la Ley N* 16.320 de 1” de noviembre 
de 1992; RESULTANDO: que dicha norma creó, entre otras, funciones de Alta Prioridad en el Ministerio de 
Salud Pública, estableciendo que las mismas serán desempeñadas por funcionarios contratados en régimen de 
dedicación total; CONSIDERANDO: I) que el artículo 393 de la ley N* 16.736 de 5 de enero de 1996 
incorporó dieciocho Directores Departamentales de Salud Pública al régimen de contratación previsto por el 
art. 7% de la Ley N* 16.320 de 1” de noviembre de 1992 disponiendo en su inciso final que: 'Los Directores 
Departamentales de Salud no podrán desempeñar cargos directivos o gerenciales en instituciones prestadoras 


de servicios de Salud"; II) que en consecuencia para las funciones de Alta Prioridad la citada norma legal 
modificó el régimen de dedicación total; III) que el artículo 345 de la Ley N* 16.736 faculta al Ministerio de 
Salud Pública a realizar reestructuras organizativas y en tal sentido establece que podrá crear, suprimir, 
transformar y redistribuir entre sus unidades ejecutoras, cargos y funciones contratadas, establecer un sistema 
de alta gerencia, alta especialización y prioridad; IV) que, en consonancia con dicha autorización legal, el 
decreto 460/001 de 27 de noviembre de 2001 aprobó la reformulación de la estructura organizativa de las 
Unidades Ejecutoras 001- Dirección General de Secretaría, 068 - Administración de los Servicios de Salud 
del Estado y de todas las unidades dependientes de esta y 070 - Dirección General de la Salud del Inciso 12 
del Ministerio de Salud Pública; V) que, en mérito a dicha reestructura se transformó la estructura 
organizacional del Ministerio de Salud Pública modificándose las funciones previstas originalmente en el 
artículo 7” de la Ley_N” 16.320; VI) que por lo tanto las funciones de la actual estructura organizacional del 
Ministerio de Salud Pública, habiendo modificado sus funciones, deben modificar su denominación y por 
tanto no se encuentran alcanzadas por la incompatibilidad prevista en el artículo 7” de la Ley N* 16.320 aún 
cuando en los contratos que se hubieren celebrado se haya hecho referencia a las denominaciones originales; 
ATENTO: a lo precedentemente expuesto y a la normativa señalada; EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA 
DECRETA: Artículo 1*.- Modificase en el Ministerio de Salud Pública las actuales denominaciones de las 
funciones contratadas comprendidas en el régimen del artículo 22 del Decreto Ley N* 14.189 de 30 de abril 
de 1974 en los siguientes términos:". A continuación, se pone una lista en la que figura la denominación 
anterior al Decreto y la nueva denominación. Sabemos que a las nuevas denominaciones les corresponden el 
cambio de cargos, funciones y denominaciones. 


El artículo 2”, establece: "Declárense comprendidas en el régimen previsto en el inciso 3” del artículo 1” del 
Decreto 303/996 de 31 de julio de 1996 las funciones contratadas mencionadas en el artículo precedente". Es 
decir que todas las funciones anteriores que eran de alta prioridad, hoy son de alta gerencia y admiten las 
excepciones que les otorga el Decreto N* 303/96 y que se mencionan en el artículo 56 del TOFUP, edición 
2002. 


¿Qué quiero decir con esto? A partir de ahora -de hecho, ya venía en el tiempo porque la ecuación económica 
del contrato se había roto; la realidad había cambiado-, a partir del mandato legal del artículo 345 de la Ley. 
N? 17.296, se procesó toda una reestructura. Hoy, los contratos que existen en el Ministerio son de alta 
gerencia y admiten la posibilidad de excepciones en cuanto a la dedicación total. De alguna manera, admite 
que puedan ser incentivados por Comisión de Apoyo o que puedan tener otro trabajo. 


En principio, esto es lo que tengo para decir en cuanto a contratos de alta prioridad. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Uno de los temas de preocupación es el de los cargos de alta 
prioridad. Eso estaba basado en la legislación, fundamentalmente en el artículo 29 que tiene que ver 
con el régimen de alta prioridad. Hasta ahora se regía por esto. Cuando analizábamos este tema, nos 
basábamos en que en el Ministerio de Salud Pública existían estos contratos de alta prioridad bajo el 
régimen de dedicación total para el ejercicio de las funciones enumeradas en el artículo 29 del TOFUP. 
Estas funciones de alta prioridad, según la ley, deben ser desempeñadas por técnicos contratados por el 
Poder Ejecutivo en régimen de dedicación total, por un plazo de un año renovable no más allá del 
período de Gobierno, previa demostración de su idoneidad para la función ante una Comisión especial 
que funciona en el ámbito de la Presidencia de la República y asesora al Poder Ejecutivo. Los técnicos 
contratados en este régimen están absolutamente inhabilitados por ley para ejercer cualquier otra 
actividad remunerada, excepto la docencia directa en la enseñanza superior. 


El trámite de contratación de estos funcionarios se inicia en el Ministerio de Salud Pública, que propone la 
designación de un técnico determinado para el desempeño de funciones en régimen de alta prioridad, según 
lo establecido por el artículo 7” de la Ley N* 16.320 y el Decreto N* 55/93, así como el artículo 392 de la Ley 
N? 16.736 y el Decreto N* 200/97 relativo al TOFUP. 


La Comisión Especial estudia los antecedentes del técnico, las funciones que va a cumplir, etcétera. 
Cumplido ese requisito, o sea, si la función propuesta por el Ministerio para el técnico es de alta prioridad, la 
Comisión dictamina favorablemente y el Poder Ejecutivo procede a la contratación del funcionario. De 
acuerdo a esto, en esta situación se encuentran -el contador Pesce me dice que habría un nuevo decreto que 
estaría cambiando esto, pero nosotros analizamos esto antes del día 23- los cargos siguientes: Director de 
Control de Calidad de la Atención Médica, desempeñado por el doctor Leonardo Risi, Subdirector General de 


la Salud, desempeñado por el doctor Julio Vignolo, Director de Planificación de Servicios de Salud, Director 
de Economía y Finanzas, Subdirector Técnico de ASSE, Director de Cooperación Internacional, Director de 
Epidemiología, Gerente de Auditoría de Gestión, Gerente de Recursos Humanos, Gerente de Recursos 
Materiales y los dieciocho Directores Departamentales de Salud Pública. 


Sabemos que estas denominaciones puntuales pueden haber sufrido modificaciones, y de hecho las sufrieron 
como consecuencia de la reestructura del Ministerio de Salud Pública aprobada por el Poder Ejecutivo a 
través del Decreto N* 460/01, de acuerdo a lo que manifestaba el contador. El cambio de algunas de estas 
denominaciones no afecta el régimen jurídico que se aplica a los contratados con posterioridad a esa 
normativa, ya que las designaciones se hicieron mediante resolución del Poder Ejecutivo, con sujeción a las 
normas arriba citadas, especialmente en cuanto tiene que ver con la dedicación total y la inhabilitación para el 
ejercicio de cualquier otra actividad remunerada. 


Lamentablemente, en ese aspecto también existe violación de las condiciones contractuales, sin que se haya 
tomado medidas al respecto, siendo el caso más destacado, publicitado y con connotaciones graves, el del 
doctor Leonardo Risi, quien el 22 de mayo de 2003 fue contratado en régimen de dedicación total para 
ejercer las funciones de Director de Control de Calidad de la Atención Médica del Ministerio de Salud 
Pública, según expediente que lleva el número 001-1535/2003, del que resulta que las funciones a 
desempeñar por Risi son las previstas para la actual División Servicios de Salud, dependiente 
jerárquicamente de la Dirección General de la Salud. A Risi se le aprobó una dotación mensual de $ 29.435 a 
valores de enero de 2003, habiendo sido renovado su contrato con fecha 24 de mayo de 2004. 


A pesar de las claras normas obstativas, el doctor Risi desempeña en la mutualista Círculo Católico el cargo 
de Director del Sanatorio, lo cual aparentemente comunicó al Ministro de Salud Pública, sin que conste 
ningún pronunciamiento de este avalando la irregular situación 


Como consecuencia de una denuncia presentada por el Representante Nacional doctor José Bayardi en la 
Comisión de Salud Pública y Asistencia Social de la Cámara de Representantes -versión taquigráfica 

N* 2.406, de 2004, página 15-, el día 14 de mayo de 2004 el doctor Risi presenta nota al Ministro de Salud 
Pública reiterando que desempeña actividad privada como Director del Sanatorio del Círculo Católico de 
Obreros del Uruguay. Tenemos en nuestro poder fotocopia de dicha nota. 


El doctor Risi recibe otra remuneración abonada por la Comisión de Apoyo de la Unidad Ejecutora 068, 
según pude advertir en la documentación enviada por el Ministerio. Nos consta, además, que el doctor Risi 
participa activamente en todos los asuntos relacionados con la mutualista Círculo Católico, habiendo omitido 
denunciar o informar la circunstancia que lo vinculaba personalmente con el particular interesado en los actos 
administrativos que dicta; en este caso, nos referimos a su vinculación personal con el Círculo Católico. 
Tenemos una información referida al cambio de autoridades de CASEMED, en cuyo Consejo Directivo entra 
como suplente el doctor Risi en representación del Círculo Católico de Obreros del Uruguay. 


Desde nuestro punto de vista, el doctor Risi estaría incurso en las siguientes violaciones. En primer lugar, del 
artículo 29 del TOFUP, que establece que los técnicos contratados en este régimen estarán absolutamente 
inhabilitados para ejercer cualquier otra actividad remunerada. El doctor Risi recibe remuneración de por lo 
menos otras actividades: las desempeñadas en el Círculo Católico y en la Comisión de Apoyo de ASSE. 


En segundo término, se estaría violando el artículo 27 del Decreto N* 30/003, que dice: "Prohíbese a los 
funcionarios públicos con cometidos de dirección superior, inspectivos o de asesoramiento ser dependientes, 
asesores, auditores, consultores, socios o directores de las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, 
que se encuentren sujetas al control de las oficinas de que aquéllos dependan. Les está prohibido asimismo 
percibir de dichas personas retribuciones, comisiones u honorarios de clase alguna". El doctor Risi posee el 
cometido de dirección superior -es Director de la División Servicios de Salud con cargo presupuestal de 
Director de Control de Calidad de la Atención Médica del Ministerio de Salud Pública-, teniendo 
específicamente la función inspectiva de las mutualistas -Decreto del Poder Ejecutivo N* 460/01, que 
establece: "Inspeccionar en forma rutinaria a los servicios de salud públicos y privados [...]"- y es, a la vez, 
dependiente de una mutualista sujeta al contralor de su División. 


En tercer lugar, se estaría violando el artículo 28 del Decreto N* 30/003, que dice: "Prohíbese a los 
funcionarios públicos ejercer su función con relación a las actividades privadas a las que se encuentren 
vinculados". Sabemos que Risi atiende personalmente los asuntos referidos al Círculo Católico de Obreros 


del Uruguay y tenemos en nuestro poder numerosos ejemplos de esa actuación, que presentaremos en su 
oportunidad y que el señor Ministro puede confirmar con solo preguntar al doctor Risi. 


En cuarto término, estarían siendo violados los artículos 29 y 30 del Decreto N* 30/003, relativos a la 
declaración jurada de implicancias, e implicancias dudosas o supervinientes. La declaración que realizó Risi 
por nota del 14 de mayo de 2004 posee el efecto de la confesión, pero no neutraliza las prohibiciones a las 
que estaba y está sometido legal y reglamentariamente. 


Entonces, queremos formular al señor Ministro las siguientes preguntas. ¿Sabía que el doctor Risi era 
dependiente del Círculo Católico cuando elevó al Poder Ejecutivo la propuesta para la contratación del 
referido técnico en una función de alta prioridad? ¿Sabía que las funciones contratadas a Risi son de 
dedicación total y que se encontraba inhabilitado para ejercer cualquier otra actividad remunerada? ¿El señor 
Ministro sabe si el doctor Risi interviene en asuntos del Círculo Católico sin formular declaración jurada de 
implicancias? 


Queremos saber qué tramite dio el señor Ministro a la carta que el 14 de mayo de 2004 le elevó el doctor 
Risi, luego de su comparecencia en esta Comisión. Antes de esa carta, ¿el doctor Risi le había elevado otra 
denunciando su situación? ¿Hubo un asesoramiento con respecto a este tema? ¿Hubo una consulta a la 
Oficina del Servicio Civil? En caso afirmativo, me gustaría conocer la respuesta. 


Queremos saber qué medidas se pensaba adoptar a partir de la denuncia que le estábamos formulando en este 
ámbito, que era una denuncia pública. Finalmente, queremos saber si existen respecto de estas funciones 
otros cargos implicados y qué medidas piensa adoptar el Ministerio en ese sentido. 


También solicitamos al señor Ministro un expediente referenciado con el N* 1496/04 con respecto a la 
consustanciación de este tema en el propio Ministerio de Salud Pública. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- Se habla específicamente del caso del doctor 
Risi, cuando en realidad tenemos ocho contratos de alta prioridad en las mismas condiciones, tal como 
consta en la información que remitimos. 


Específicamente, en el contrato del doctor Risi, figura como Director de Control de Calidad de la Atención 
Médica del Ministerio de Salud Pública. Como dije anteriormente, con sus funciones y su denominación, 
cambió y se dividió en tres cargos: Director de Servicios de Salud -que es el doctor Risi-, Director de 
Productos de Salud, y Director de Salud de la Población. A lo que hace mención el contrato de alta prioridad - 
por el cual se limita la libertad de trabajo- es al Director de Control de Calidad de la Asistencia Médica del 
Ministerio de Salud Pública, cargo que no existe más; las funciones se dividieron y las denominaciones 
cambiaron. De manera que no puede tener limitaciones algo que no existe. 


Este cargo específico del doctor Risi y todos los demás cargos de alta prioridad fueron recogidos en la 
reestructura del Decreto N” 460. De alguna manera, al decreto que acabé de leer, por haber cambiado la 
ecuación económica, el sinalagma del contrato, por haber desaparecido el cargo y por haberse dividido las 
funciones, no le son aplicables las limitaciones del viejo artículo 22. 


A la luz del nuevo decreto, que supone una miniestructura -además hay otra estructura mucho mayor-, lo que 
se contempla es la creación del sistema de alta gerencia, facultado por la ley y por la realidad, por los hechos. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Quiere decir que este nuevo decreto intenta regularizar una situación 
que hace un mes era absolutamente irregular, porque la renovación del contrato de hace un mes del 
doctor Risi era por el cargo de Director de Calidad. Entonces, según lo que usted me explica, a ese 
cargo por el cual está contratado actualmente se traslada una parte de esas funciones y deja sin efecto 
la aplicación del régimen de alta prioridad por el cual el doctor Risi fue contratado. 


Con esto limpia, blanquea la situación que tiene el doctor Risi en cuanto a la incompatibilidad de tener una 
actividad privada, que la tiene. En definitiva, este decreto está blanqueando la situación del doctor Risi y de 
otros. ¿Esa es la explicación? 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- De ninguna manera: esto no blanquea situaciones, sino 
que pone en su lugar lo que había que poner en su lugar. 


Cuando invito al doctor Risi a integrar mi equipo gerencial en el Ministerio de Salud Pública, yo estaba en 
conocimiento de cuál era su cargo: Director Técnico del Círculo Católico, donde también yo trabajé y no me 
fui muy bien de esa institución, pero la conozco mucho y hoy en día mantengo una relación cordial, como 
con todas las instituciones. Quien quedó como Director Técnico y me sucedió fue el doctor Risi. Así que, al 
igual que lo que yo entendía, el doctor Risi no podía estar en la División Servicios de Salud, que nada tiene 
que ver con la DICOCA, que es otra cosa y que hace años se terminó. Sigo entendiendo que estar en la 
División Servicios de Salud es incompatible con cargos gerenciales o de dirección. 


Mi duda surgió porque el doctor Risi renunció a la Dirección Técnica y quedó a cargo de la coordinación de 
sanatorios. Ese es un cargo de dirección o gerencial. Mandé buscar los estatutos para ver qué poder de 
decisión y en qué influye el coordinador de sanatorio, y no es ningún cargo de dirección ni gerencial. No solo 
no lo es para mí, sino que tampoco lo es para las autoridades jurídicas del Ministerio, a las que yo tengo que 
recurrir porque soy médico. 


Cuando les pregunto cómo es este tema me dicen que "el proyecto en vista refiere a la contratación del doctor 
Risi como Director de DICOCA, pero la competencia que ejecutará es en la División de Servicios de Salud. 
De conformidad con la normativa reseñada, esta División tiene asignada parte de la competencia que 
correspondía a DICOCA, asignándose el resto de la misma a la División Productos de Salud y una pequeña 
proporción a la División Salud de la Población. Esto surge palmariamente de la lectura de las disposiciones 
del Decreto N* 460/01, el cual no se transcribe por razones obvias de economía procedimental.- Por lo tanto, 
resulta claro concluir: A) que el cargo de Director de Control de Calidad de la Atención Médica del 
Ministerio de Salud Pública ha desaparecido por imperio legal. B) que la competencia asignada al mismo ha 
sido redistribuida también por imperio legal en tres divisiones. Que en el objeto del contrato a celebrarse con 
el doctor Leonardo Risi importa solamente su desempeño como titular del órgano Director de la División 
Servicios de Salud, la cual tiene asignada, como ya se ha dicho, en ejecución de imperativo legal, solo parte 
de los cometidos de la Dirección originaria, aquellos que hacen a las detalladas en el anexo mencionado, pero 
excluyendo las que el mismo anexo asigna a las Divisiones Productos de Salud y Salud de la Población.- Por 
lo tanto" -me informa el Jefe del Departamento Legal del Ministerio- "resulta claro concluir que siendo la 
'incompatibilidad' una restricción a la libertad de industria y comercio, específicamente a la libertad de 
trabajo, la misma solo puede imponerse por ley dictada por razones de interés general y, por ende, habiendo 
desaparecido el cargo de Director de Control de Calidad de la Atención Médica, sobre el cual pesaba la 
mencionada incompatibilidad, habiéndose disgregado los cometidos inherentes a la competencia de dicho 
cargo en tres Direcciones de División, no puede trasladarse a estos nuevos cargos una inhibición que 
correspondía al originario. Por lo tanto, debe analizarse la problemática en cuestión estudiando los cometidos 
propios de la División Servicios de Salud, para la cual es que está siendo contratado el aspirante. Siendo 
dichos cometidos similares ontológicamente en cuanto al ejercicio de la policía sanitaria a aquellos 
establecidos en el artículo 393 de la Ley N* 16.736 para los cargos de Directores Departamentales de Salud 
Pública, regirá a su respecto la prohibición en cuanto al desempeño de cargos directivos o gerenciales en 
instituciones prestadoras de servicios de salud, y ello no por una analogía improcedente sino por imperio de 
las disposiciones contenidas en el Decreto N* 30, del 23 de enero de 2003, en especial los artículos 17 y 29 
del mismo. Se trata de la declaración jurada de implicancias.- En conclusión, el proyecto propuesto puede ser 
aprobado y la contratación que conlleva, ejecutarse con las restricciones mencionadas." Esto me lo decía el 
14 de mayo de 2003 el doctor Mauvezin. 


Esa filosofía es la nuestra; es la filosofía que aplicamos en este Decreto y por la que hemos peleado y 
entendemos que nuestros funcionarios tienen que guiarse. 


Además, cuando en esta Comisión el señor Diputado Bayardi presentó un anónimo que insinuaba un 
cuestionamiento similar al de que una serie de pasquines se hacen eco en el ambiente periodístico nacional, el 
doctor Risi dio cumplimiento a lo que disponen las normas frente a eso y me presentó por expediente su 
situación funcional, considerando este Ministro que correspondía ratificar su confianza ya que ¿por qué iba a 
variar? ¿Porque "La Escoba" moderna ahora insulta a la gente de bien? El doctor Risi perdió el cargo de 
Director técnico, no pudo tener cargos gerenciales ni de Dirección, tuvo que dejar de ser cirujano, debió 
renunciar al cargo de cirujano de guardia del Hospital Policial y tuvo que poner en reserva su carguito de 


mediquito de OSE para ver si cuando termina de trabajar con nosotros en febrero puede seguir, después de 
veinticuatro años de actuación. 


Es una persona de bien y un gran amigo; es un hermano para mí. Este Ministerio no recibió jamás ningún 
planteo de que su desempeño fuera cuestionado. ¿A quién perjudicó Risi, que nunca me lo dijo? ¿ Y a quién 
benefició Risi, que yo nunca me enteré? ¿Por qué no han hecho alguna denuncia? Dicen que Risi es duro. 
¡Claro que es duro! Si lo puse en el lugar peor que hay en el Ministerio de Salud Pública, a fiscalizar lo que 
jamás se fiscalizó y a hacer la tarea que nadie se animó a hacer. Ahora tenemos gente de bien, que no se 
vende y que puede hacer las cosas como corresponde. Es de una confianza total. Además, la confianza la 
tengo porque estoy asesorado de que puedo hacerlo legalmente, y este Decreto no blanquea nada, sino que 
hace lo que se debería haber hecho hace mucho tiempo porque se lo nombra para una cosa pero después está 
comprendido en lo que no era. 


Asimismo, como si fuera poco, también renunció, se desvinculó del Círculo Católico y ya no tiene 
absolutamente nada que ver con ningún cargo. Ese amigo perdió todo para poder acompañar una patriada 
para la que no había otro que se animara. Así que yo le tengo mucho respeto. Es todo lo que tengo que decir 
de esta persona. Menos mal que no íbamos a personalizar este tema. La verdad es que me voy desconforme 
por este hecho. 


SEÑOR GALLO IMPERIALE.- Puedo compartir pero no justificar la reacción del señor Ministro 
porque hizo una defensa de su amigo, que no tiene absolutamente nada que ver con lo que estamos 
hablando, que es si la relación laboral se ajusta o no a Derecho. 


En esta Comisión, nadie ha hecho -tampoco yo- ninguna referencia -al señor Ministro le consta- con respecto 
al problema personal del doctor Risi, sobre quien respeto la opinión que tiene el señor Ministro. En ningún 
momento hemos manejado ese tipo de argumentación; solo estamos hablando de si la relación se adecúa o no 
a Derecho. 


En primer lugar, yo pregunté al señor Ministro si fuera del asesoramiento jurídico del Ministerio había pedido 
asesoramiento a la Oficina Nacional del Servicio Civil y si había información con respecto a este tema. Si la 
hay, solicito al señor Ministro que me la haga llegar para conocerla. 


En segundo término, me queda la siguiente duda. El señor Ministro dijo que el 14 de mayo, a través de la 
reestructura, había decidido cuál era la función que iba a tener el doctor Risi, y yo quiero saber por qué el 24 
de mayo se le renueva el contrato con la misma denominación y cargo. Quiero que se me explique por qué se 
lo contrata en esta función si es que no existía, ya que es la conflictiva. Si la situación era otra, se tendría que 
haber buscado otra solución y no esta, que es la que está planteando el problema. 


Reitero que quiero tener a disposición el expediente de referencia N” 1496/04, que tiene que ver con este 
tema en el propio Ministerio. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE SALUD PÚBLICA.- Vamos a hablar en general de los contratos de 
alta prioridad, que son todos los que detalla el Decreto que acabamos de leer. 


Al procesarse la reestructura del Ministerio en 2001, esos cargos de la reestructura del Decreto N* 460 de 
2001 desaparecen. También cambian o se atomizan las funciones que tenían algunos de esos cargos, como el 
Director de Control de Calidad de la Asistencia Médica. ¿Pero qué sucede? Lo que hace el Decreto N* 460 es 
cambiar la estructura organizacional del Ministerio de Salud Pública y las funciones de las Divisiones y 
Departamentos, reasignando sus funciones, como lo dice el artículo 345 de la Ley N” 17.296. El padrón 
presupuestal no cambia simultáneamente; hay un mandato legal, un Decreto que cambia la estructura 
organizacional y las funciones, y luego, los cargos se cambian en función de otro Decreto, que es el de 
reestructura del Ministerio de Salud Pública. En el Decreto de reestructura de Salud Pública está la firma del 
Ministerio de Economía y Finanzas, desde fines del año pasado. En ese Decreto se cambian los cargos 
presupuestales, que son aquellos que después dan origen a las remuneraciones y a poder pagar los sueldos 
conforme a los cargos presupuestales existentes. Lo lógico sería, con un criterio eficiente, decir: "Hay un 
mandato legal, hago la reestructura organizacional del Ministerio de Salud Pública y, concomitantemente con 
ella, hago la reestructura de cargos para dejar todo saneado en un mismo acto, en el mismo momento”. En la 
Administración Pública, por el volumen de información que maneja y por el volumen de funcionarios que 


tiene, esto no se hace en un mismo acto, en un mismo momento, sino que se hace en forma diferida. Primero, 
el 460 hace la estructura organizacional y, concomitantemente, después de que se tiene la estructura y las 
funciones hechas, se pone a las personas y se modifican los cargos presupuestales. Esa es la reestructura que 
está desde el año pasado en el Ministerio de Economía y Finanzas para que la Contaduría General de la 
Nación proceda a realizar los cambios que la reestructura recoge. Entonces, ¿qué sucede? Al haber cambiado 
las funciones, esos cargos en la reestructura se pusieron como contratos de alta gerencia porque habían 
dejado de ser de alta prioridad. Reitero, si se limita la libertad de trabajo, se tiene que hacer en forma 
específica, clara. Se limita la libertad de trabajo cuando se habla de un cargo que tiene determinadas 
funciones y cierta denominación. Cuando por el Decreto de reestructura se cambia ese cargo, se cambia 
sustancialmente las funciones y también la denominación, no se puede seguir limitando la libertad de trabajo, 
porque debe ser específica. Estamos hablando de la libertad de trabajo, de industria y de comercio, 
consagrada en la Constitución de la República. Por supuesto, consultamos a Presidencia de la República y su 
respuesta fue hacer un decreto. Como no podemos hacer la reestructura total de los 17.000 cargos del 
Ministerio, nos dijo que elaboráramos un decreto con el fin de hacer una reestructura de los contratos de alta 
prioridad. Ese es el Decreto que acabamos de leer. Es decir, lo que hicimos fue a instancias de consultas 
realizadas a la Presidencia de la República. Lo que se hizo fue plasmar la reestructura de cargos. 


En cuanto a por qué cuando se contrató a esa persona en mayo de 2004 se mantiene la denominación anterior, 
respondemos que es la única que hay. Hasta que no se firmara este Decreto, presupuestalmente no existía otro 
cargo. El único cargo que existía era el de Director de Control de Calidad de los Servicios de Asistencia 
Médica Colectiva. La denominación presupuestal del cargo en la Contaduría General de la Nación del 
Ministerio de Economía y Finanzas era precisamente esa. Entonces, se renovó el contrato del doctor Risi, 
junto con todos los demás contratos, en el marco de las denominaciones que existían en los cargos 
presupuestales. Si el señor Diputado lee la denominación podrá comprobar que se hace atento al artículo 393 
y al Decreto N* 303, que no son los de alta prioridad, sino los de alta gerencia. ¿Por qué? Porque hay una 
situación de hecho que hay que reconocer. No tengo la posibilidad de contratarlos por alta prioridad porque 
eso cambió. Entonces, las renovaciones se hacen no al amparo del artículo 392 y del Decreto N* 55, sino del 
artículo 393 y del Decreto N* 303 de 1996, que es el que admite las excepciones en mayo de 2004, porque 
estaba en tránsito la reestructura en el Ministerio de Economía y Finanzas, a la cual parcialmente, respecto 
del sistema de alta gerencia, se pone fin con este Decreto. En función de este Decreto, que tiene solo unos 
días, vamos a procesar la recontratación y la creación del sistema de alta gerencia. Esto es parte de un 
proceso que nace en febrero de 2001 con el artículo 346 de la Ley N* 17.296, con la reestructura de cargos. 


Es cuanto quería decir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si estamos de acuerdo, sugeriría que el último tema relativo a los CTI fuera 
enviado a la Comisión por escrito. 


Esta ha sido una sesión muy extensa y fructífera. No he hecho muchas reflexiones sobre las Comisiones de 
Apoyo, pero considero que es un instrumento idóneo, que sirve y facilita. 


El señor Ministro de Salud Pública, defendiendo a su amigo -lo que me parece bien-, dijo que ahora había 
una persona que no se vendía en el Ministerio, con lo que se infiere que antes había gente que se vendía. 
Como a mí las acusaciones genéricas no me gustan, quisiera saber si había gente que se vendía, quiénes eran 
y qué medidas se tomaron. Quizás el señor Ministro hizo esa manifestación en un momento de pasión. Me 
gustaría que su respuesta quedara en la versión taquigráfica. 


SEÑOR MINISTRO DE SALUD PÚBLICA.- Le ruego al señor Presidente que me disculpe por esa 
expresión. De ninguna manera pretendí decir eso. Lo que sucede es que realmente me he indignado por 
esa campaña que hacen determinados medios contra personas de bien. Fue el calor del momento -el 
señor Presidente me conoce- lo que me hizo decir eso. Nuevamente, pido disculpas. De ninguna manera 
estoy acusando a nadie que estuviera anteriormente. A uno lo sacan de quicio, cuando tiene la suerte de 
tener colaboradores con esa energía, con esas condiciones, que no todos tenemos y que son tan difíciles 
de encontrar para poder enfrentar los problemas graves que hemos tenido. Nunca en este año y medio 
de labor alguien me ha hecho una denuncia diciendo: "Quiero demostrarle cómo me ha perjudicado 
esta persona". Yo no he visto ni una sola vez a quién ha ayudado o beneficiado. Realmente, esto me 
enerva. Nuevamente, pido disculpas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradezco la presencia del señor Ministro de Salud Pública y de sus asesores. 
Creo que esta ha sido una reunión muy fructífera. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


